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Consideraciones Generales 

El tema de la refo rma urb ana será motivo de in­
tenso anális is por el Congreso Nacio nal y la opi­
nión púb lica, cuando el pr imero inicie estu di o a 
fondo del proyecto que sobre la ma teria presentó 
el Gobierno Nacional. ( 1) Ya creó el Ejecutivo una 
comisión encaryada de revisar el proyec to y de 
buscar su armonización con otras inicia ti vas, espe­
cialmente con la del H. Senador Mariano Ospina 
Hernández. (2) 

A - Antecedentes legales 

An tecedente in mediato del ac tual proyecto es el 
de Vivienda y Desarrol lo Urba no, llevado a las Cá­
maras Leg islat ivas por la admi nistración Ll eras 
Restrepo. (3) Sin embargo, en tre las dos il)iciati­
vas med ian algunas diferencias de importancia, que 
serán expuestas oportunamente. Entre la presenta­
ción de los dos proyectos gubernamentales se ela­
bora ro n otros, el más conocido de los cua les es el 
del H. Senador Ospin a. (4) 

Algunas iniciativas de los proyectos, en materia de 
expropiaciones y tributo s, toman como base dis­
posiciones legales que han regido por muchos años. 

(1) Provecto de L ev "Sobre Reforma Urbana", pre­

sentado a la H. Cámara de Representantes por el 

Señor Mimstro de Desarrollo Económico, Dr. Jor­

ge Valencia Jaramillo, el 22 de octubre de 1.970. 

(2) La Comisión está integrada, por el Seí'ior Ministro 

de Desarrollo Económico, quien la preside; por los 

parlamentarios Drs. Mariano Ospma Hermindez, 

Ramiro Andrade v Julio Riascos; pot el Jefe da/ 

Departamento Nacional de Planeació n, el Gerente 

del Instituto de Crédito Temtorial (ICT) V otros 

funcionarios técnicos. 

(3) Presentado a la H. Cámara de Representants por el 

Ministro de Desarrollo Económico, Dr. Hernando 

Gómez Otálora, el 24 de septiembre de 1.969. 

Memoria del Ministro de Desarrollo Económico, 

1.910, T. 1, pp. 303 SS. 

(4) Provecto de Lev No. 12 de 1.910, presentado el 

11 de agosto (Anales del Congreso, afio XIII, No. 

30 pp. 520 v s.). 

As(, por ejem plo, los motivos de utilidad pú bli ca e 
interés social que pu eden invo carse para decre tar 
ex propiaci ones estaban consagradas en la Ley 1 a. 
de 1.943 (5) y en disposiciones anteri ores, va rias 
de las cual es datan de la década de los trein ta. (6) 
El impuesto sobre lotes ociosos est'lba prevista, 
aunqu e en diversa forma, en la Ley 81 de 1. 960, 
(7) fund amento de nuestro actual sistema tri buta­
rlo. 

B - Marco Poi ítico 

Desde hace algún tiempo, el tema de la re forma ur­
bana ha venido menci onán dose a nivel po l ltico; no 
obstan te, los proyectos gubernamentales han en· 
cont rado oposic ión, o por lo menos fria ldad, en 
importan tes sectores de la poi !ti ca naciona l. Existe 
acuerdo so bre la necesi dad de reformas en el área 
urbana, pero hay opiniones diferentes en cuanto a 
su orientación y con tenido especifico. 

Parece dificil que los proyectos se abran paso sin 
mediar un só lido acuerdo polltico, especialmen te 
si se tiene en cuenta que ellos .req uieren acción le­
gislat iva. Esta no podrla sustituirse por el ejerci­
cio de las facultades que el Articulo 122 de la 
Consti :ución Nacio na l con fi ere al Gobierno para 
casos de emergencia económica, ya que la citada 
norma se refiere a situac iones en las cuales sob re­
vengan hechos que perturben o amena cen pertur· 
ba r, en forma grave e inm inen te, el ord en económi· 
co o social del pals, y no a si tuaciones endémicas 
de desequil ibrio, como el déficit de viv ienda y el 
creci miento desordenado de las ciudades. 

Por lo demás, el acuerdo polltico debe ser tal, que 
no deje sin contenido, real y positivo a la reform a. 
Muchas vecos ltts discusiones po l lticas llevan a so ­
luciones puramente formales. que privan de espl­
ritu <1 los plallQS y programas sobre los cuales ver­
san. 

Probabl eme11te, el Goi.Jierno ha buscado un prin­
cipio de acuerdo polltico. mediante In creación de 
la comisió11 revisura del proyecto, u lu cual se hizo 
referencia. 

C- Planteamiento del problema: 

Es evidente el crecim iento de la población urbana 
f:n 1951 rcp1escn taba un poco menos de 40o /o 

(5) Artt'culv 1o. 

{6) Nota 74. 

(7) Impuesto de Acción Urbana (Ares. 94 v ss.) 



del total ( 8); en 1970 se estima en cerca de 60o/o 
(9). Esta tendencia continuará; para 1975 se prevé 
que 64o/o de los colombianos residirá en las ciu· 
dad es. ( 1 O) 

Se aprecia,al mismo tiempo, un crecimiento ma­
yor de las grandes ciudades, en comparación con 
las de menor tamaño. En el periodo intercensal 
1.951 -1.964 la tasa anual promedio de creci m ien· 
to de las tres ciudades más grandes del pais fue 
(11): Bogotá 7.00, Medellin 6.55 y Cali 7.19 por 
ciento. Estos porcentajes son superiores al de au­
mento de la población (3.2o/o) y al de incremen­
to de la población urbana (5.7o/o). Se prevé que 
en el futuro continuará el crecimiento de las gran· 
des ciudades, a tasas comparables con ias de años 
anteriores; para Bogotá se ha calculado entre 6o/o 
y 6.5o/o el ritmo de incremento de la población 
(12). En esta forma, en 1985 el Distr ito Especia l 
contará entre 5.9 millones y 6.8 millones de habi­
tantes, según el comportamiento de la tasa de na­
talidad y de las corrientes migratorias ( 13) 

Las causas del crecimiento urbano son conocidas 
Aumento de la pob.lación, por resultado de una al­
ta ta'sa de natalidad v de la extensión de la vida 
probable, y fuertes corrientes migratorias hacia los 
centros urbanos, especialmente a los de gran tama­
ño, en busca de empleo, mayores ingresos o más 
amplias oportunidades culturales v de esparcimién­
to. 

El aumento de la población urbana ha tra1'do por 
resultado déficit de viviendas y crecim iento desor­
denado de las ciudades, por falta de poi iticas ade­
cuadas de vivienda y desarrollo urbano. El Institu­
to de Crédito Territorial estima que en 1970 el dé­
ficit en el número de viviendas (déficit cuantitati ­
vo) era de 540 mil, y que las viviendas inconve­
nientemente construidas v dotadas (déficit cualt-

(8) Cálculo basado en las estimaciones del es tudio 

Análisis de la Estructura v Evaluación de la Fuerza 

de Trabajo Colombiana, de Roberto Junguito, Al­

varo López, Alvaro Reyesv Diego Salazar, Bogotá, 
1.970 p. 105 (Tabla 2). 

(9) Id., p. 111 (Tabla 5) 

(10) · Id. p. 111 (Tabla 5) 

(11) Fuente: Departamento Nacional de Planeación, 

Pian de Desarrollo Económico v Social 1970-1913, 

Bogotá, 1970, T 11, p. V- 19. 

(12) Olivares Juan, Proyecciones de la Población del 

Distrito Especial de Bogotá, 1965- 1985, Bogotá, 

1.970, p. 82 (Tablas 47 v s.) . 

(13) Id. pp. 74 ss. (Tabla 41 ss.). 

tativo) ascendia a más de 681 mil (14). Si no se 
adoptan medidas adecuadas v oportunas, estos dé­
ficit seguirán aumentando. En efecto: Las necesi­
dades anuales de nuevas viviendas, surgidas del 
crecimiento demográfico para ciudades de más de 
30.000 habitantes asciende a 115.000 en 1971; 
122.000 en 1972; 130.000 en 1973, v 139.000 
en 1974. De otra parte, en 1969, último año con 
cifras definitivas, el nC1mero de viviendas financia­
das por el Instituto de Crédito Territorial v por el 
Banco Central Hipotecario fue solamente de 
26 620. ( 15) Piénsese, además, en las viviendas ad i­
ciona les a las previstas para 1971 -74 que seria me­
nester constru1'r con el f in de reducir el déficit ac­
tua l de 1.200.000 habitaciones, al cual se hizo re­
ferencia. 

D- Prioridad de una solución. 

Ex1ste pues, un problema urbano que tiende a agu­
dizarse, ( 16) consistente en déficit cuantitativo y 
cualitativo de vivienda y de servicios públicos y en 
crecimiento desordenado de las ciudades Este he­
cho, unido a tasas apreciables de desempleo sugie­
re la conven iencia poi itica y social de adelantar un 
programa ambicioso de reforma urbana y destinar 
a él recursos apreciables. 

Podria objetarse, sinembargo, que dicho programa 
carece de la su fici en te prioridad para destinarle 
parte considerable de los escasos recursos con que 
cuenta el pais. En otras palabras, se presenta al in­
quietud de si hay razones económicas válidas para 
dar ci erta prioridad a los programas urbanos en el 
proceso de asignación de recursos. 

Parece que a tal interrogante deba darse respuesta 
afirmativa. Los objetivos de la politica de desarro­
llo son, entre ot ros y principalmente, generación 
de empleo, fortalecimiento de la balanza de pagos 
y mejor distribución del ingreso. Dado el carácter 
marcadamente sciciai de la reforma Uíbana y de los 
sistemas tributarios e incentivos de diverso género 
que la acompañan, no parece aventurado afirrnar 
que el!a contribui ria, en grado apreciable, a la re-

(14) Proyecto de Ley Sobre Reforma Urbana, ed. cit. 

Exposición de Motivos, anexos 1 v 2. 

( 15) D epartamento Nacional de Planeación, Plan de 

Desarro llo Económico y Social 1970-1973, Bogotá, 

1970, T. l. pp. VI!- 76 V 77. 

(16) Lauchin Currie, Una Politica Urbana Nacionalpara 

Colombia, Fundación para el Progreso de Colombia 

mimeógrafo, 1.962, especialmente pp. 6 v 11. 



distribucion del ingreso. De otra parte, conviene 
discutir con mayor amplitud, sus efectos sob re ge­
neración de empleo y balanza de pagos. 

1. - Generación de empleo. Es conocido que los 
programas de vivienda y servicios urbanos 
generan cantidades apreciables de empleo 
directo, especialmente para mano de obra 
no ca lificada; la relación que existe entre in­
versión y ocupación en la industria de la 
construcción es muy favorable para esta últi­
ma. 

Hay quienes consideran que si bi en la indus­
tr ia de la construcción y por ende los pro ­
gramas de vivienda y dotación de servicios 
públicos urbanos generan aprec iab le em pleo, 
no por ello solucionan la desocupación en las 
ciudades porque inducen migraciones mayo­
res, estimuladas por la posibilidad de encon­
trar ocupación y eventualmente, de adqui­
rir vivienda. No compartimos este criterio , 
por las siguientes razones: El incentivo de ob­
tener vivienda no parece determinante del 
movimiento migratorio que se regist ra en el 
país. El alici en te de encontrar empleo si pue­
de est imular corrientes migratorias adiciona­
les hacia las ciudades donde se adelanten 
programas de desar rollo urbano. De otra par­
te, no es previsib le que la migración adicio­
na l sea de tul magnitud como para anular el 
aumento de la demar1da laboral generado 
por dichos programas. Es verdad que en 
ciertos países y dentro de ciertas circunstan­
cias se ha observado que en un principio y 
hasta cierto límite, incremento más que pro­
porcional en la oferta de traba jo ; pero en una 
nación como Colombia, con corrientes migra­
torias de gran magnitud ya existentes es po­
sible prever que estas últimas, no aumenten 
hasta el extremo de producir ava nce más que 
proporcional Además, el aumento que pue­
da resultar no correspondería exactamente a 
incremento de la desocupación sino a que 
se haría aparente ei desemp leo disfrazado 
que cobija a quienes emigran a las ciudades 
er:1 busca de ingreso mínimo para subsistir. 

La experiencia colombiana parece co rrobo­
rar las afirmaciones del pá rrafo anterior. En 
el período 1.968 - 1.970 se emprend ieron 
programas muy am bi ciosos de obras públ i­
cas municipales en Bogotá y en Ca li. A pesar 
de que existió cierto aumento de migración a 
Cali, en ambas ciu dades disminuyó ap rec ia-
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blemente la tasa de desempleo. ( 1!) 

Se dice también que la ocupación generada 
por planes de construcción de viviendas y de 
obras públicas municipales es transitoria y 
que el ingreso de los traba jadores de la cons­
trucción es generalmente bajo. A lo primero 
obse rvamos que, dada la magnitud actual y 
futura del prob lema de viv ienda y de servi­
cios púb licos municipa les, los programas 'ten­
dientes a solucionarlos tendrán, por fuerza, 
carácter permanente, durante muchos años. 
Se recuerda aquí que el déficit cuantitativo y 
cuali tativo de vivienda asciende a más de un 
millón de viviendas; que la población urba­
na ha creci do a 5.7o/o, en promedio anual, 
en el periodo intercensal, y que el avance de 
la población en las ciudades mayores ha sido 
superior al 6o/o. Por cuan to hace el nivel de 
ingresos de los trabajadores de la cons­
trucción, naturalmente son bajos; pero los 
desocupados carecen de ingresos. 

2. - Balanza de pagos. -- El efecto de programas 
de vivienda y desarrollo urbano sobre la ba­
lanza de pagos seria mínimo, pues la cons­
trucción de casas y las obras de uso común 
no tienen ningún componente importado o 
los insumas extranjeros son bajos. Es verdad 
que tales programas no generan divisas, corno 
si las generan los proyectos de expo rtación . 
Pero si el asunto se mira desde el ángulo del 
empleo, es dec ir, si se piensa que el fortal e­
cimiento de la balanza tiene por objeto pro­
mover el empleo, proyectos alternativos que 
logren esta finalidad, corno los de vivienda y 
desarrollo urbano deben tener la misma 
Prioridad. 

3. - El sector urbano y otros sectores. -- Los co­
mentarios anteriores no deben interpretarse 
en el sentido de que, en aras de la reforma 
urbana, se descuiden las politicas industrial 
y agraria. Entre todas debe mantenerse ade­
cuado equilibrio, ya que se comp lementan 
entre si. La industria lización permite crear 
empleos permanentes y ofrece ingresos ma-

(1 7) La tasa de desocupación en Bogo tá disminu yó du­
rante la ejecución del programa de d esarrollo de la 
ciuda d (1. 967-69), así: 

1.96 7 1.969 

Ma rzo 16.0 11.0 

Junio 12.7 11.6 

Sep tiem bre 10.6 8. 9 

Diciembre 9.5 6. 9 



yores; el fomento de la agricultura contribu· 
ve a frenar el éxodo de los campos. Pensa· 
mos, de otra parte, que en el pasado no se ha 
dado suficiente importancia al problema ur­
bano y particularmente al de vivienda. Revi· 
sando el cuadro sobre composición sectorial 
de la inversión pública del gobierno central, 
entre 1966 y 1969, se observa que la vivien­
da representó entre 3.8 y 5.3o/o del total, al 
paso que el sector agropecuario participó 
del 41 .5 al 50o/o. ( 18) En los cálculos del 
plan de desarrollo ( 1970-1973) se mejora en 
algo esta situación a favor de la vivienda, que 
participar(a entre el 5.3 y el 5.8o/o, en com­
paración con la agricultura que representa­
rla entre el 35.8 y el 37.5o/o de la inversión 
del gobierno central. ( 19) 

E. - Viabilidad de los planes. 

Al responder las objeciones sob re distribución de 
recursos se habló del empleo, y por lo tanto, del 
trabajo como facto r de la producción. Conviene 
anal izar otros facto res e insumas necesarios para 
un programa de reforma urbana: 

1.- Recursos Financieros.- No debe ocultarse la 
magnitud de los recursos financieros necesa· 
rios para adelantar un plan vigoroso de vi­
vienda y desarrollo urbano. Si se aspira a 
eliminar en los próximos cuatro años un por­
centaje apreciable del actual déficit de vi­
vienda (estimado en más de 1.200.000 habi­
taciones) 20o/o, por ejemplo, se necesitarían 
recursos del orden de $13.000 mi !Iones o sea 
9o/o aproximadamente del PIB, en promed io 
anual, frente a algo más de $2.000 mil.lones 
que el Instituto de Crédito Territorial y el 
Banco Central Hipotecario destinan en la ac­
tualidad a financiar vivienda. (20) Deben te­
nerse en cuenta, además, las inversiones que 
requerirán los servic ios públicos y las obras 
de dotación común: parques, centrales de 
transporte. etc. 

(18) Plan de Desarrollo Económico v Social 1970 - 1973, 

Bogo tá, 1970, T. 11, p. Xl -46 . 

(19) Id. 

(20) El cálculo. de recursos financieros para la vivienda es 

eminentemente t entativo v d e aproximación; se 

propone simplemente mostrar un orden de magni· 

tud. Hab ida cuenta del Costo promedio de las vi· 

vi en das del l . C. T. (38.000) v , de la financiación del 

Banco Central Hipotecario ($93.400) se estima en 

cerca de $12.000 el costo de cada so lución. Natu­

ralmente esta cifra puede variar según las polfticas 

de las dos instituciones v de las d emás que inter· 

La movil ización de los recu rsos necesarios de 
ahorro y de crédito hacia la vivienda parece 
viable, sinembargo, a través de la cédula hi· 
potecaria ; de la tra nsformación progresiva, 
aunque parcial, del Banco Central Hipoteca­
rio en banco central de ahorro para la vivien­
da y el desarrollo urbano, con posibilidades 
de redescuento de obligaciones de interme­
diarios financieros (bancos, co rporaciones, 
&), y del fortalecimiento de las operaciones 
del Instituto de Crédi to Territori al. También 
mediante el estimulo al ahorro puro y con­
tractual y a través de mecanismos de redes­
cuento para f inanc iación interina, a corto 
plazo, en el Banco de la Répública. 

Estos aspectos financie ros se discutirán más 
adelante. Conviene ahora observar que ell os 
cons tituirán base del proyecto de ley sobre 
Vivienda y Desarrollo Urbano del anterior 
gobierno, pero no aparecen, con la misma 
claridad y precisión, en el de Reforma Urba­
na de la actual administración. Ello es lamen­
table. A través de mecanismos financieros se 
podr(an lograr avances fundamentales en los 
programas de vivi enda y desarrollo munici­
pal, como de hecho se han observado, a tra­
vés del Fondo Financiero de Desar roll o Ur­
bano, del fortalecimiento de los ingresos del 
Central Hipotecari o y de las recientes y nue­
vas orientaciones de éste. La experiencia en 
materia agrícola e indust ri al de mecanismos 
financiero aná logos, como los fondos finan­
cieros agrícola e industrial, muest ran prácti­
camente la importanc ia de los instrumentos 
financieros en Col ombia para es timular los 
distintos sectores de la economía. 

2.- fJiateriales de construcción. - Naturalmen te, 
programa de reforma urbana requiere tam­
bi én provisión suficiente de materia les de 
construcción. Se ha observad o que un plan 
súb ito y masivo de constru cc ió n de habita­
ciones y de obras públ icas en las ciudades 

vengan en los planes d e dotación de vivienda. Se tra­

ta d e una cifra mfnima. Dicho precio unitario se 

aplica a un total de 946.000 viviendas que habría 

que constrvfr entre 1970 v 1914. Según el Plan de 

Desarrollo se requieren 506.000 viviendas en ta l 

perlado para absorve el crec im iento de las pobla­

ciones de 30.000 habitantes o más conforme a es­

timaciones del Departamento de Planeación, el défi· 

cit de vivienda (cuantitativo v cua lita tivo) es d e 

1.200.000 viviendas (20o/o: 240.000 viviendas). 

Ver Plan de Desarrollo Económico v Social 1910· 

1973, ed.cit. T.l.pp. Vll-76v77. 



codría prec ipitar la demanda de articulas pa­
ra construcción, frente a una oferta relativa­
mente inelástica, y ocasionar aumento de 
precios, sin L,t:nefic io rea l alguno. Pa ra evitar 
problemas de esta naturaleza, es indispensa­
ble que se gradúen los planes de reforma ur­
bana, teniendo en cuenta la disponibilidad 
de artículos para la construcción y que se dé 
estimulo financiero, y aún tributario, a la 
producc ión de tales bienes. Existen procedi­
mientos de financ iac ión, a través del Fondo 
de Inve rsiones Privadas FIP y del Instituto 
de Fomento lndustriaiiFI; en relación con el 
1 F 1, se dispuso en el decreto 687 de 1967 
sobre bonos de valor constante que diera 
prioridad a la formación de industrias pro­
ductoras de artículos para la construcción. 

Si bien en esta materi a, según queda expues­
to, debe pro cederse con ca utela, no se ve ra­
zón suf iciente para prescindir de una reforma 
urbana po r temor a escasez de artículos para 
la construcción. Aparte del cemento, para cu­
ya producción pueden adoptarse medidas es­
peciales de estimu lo, en tre ellas la liberación 
de precios ya establecida, no parece inminen­
te que se presente escasez en materiales para 
la construcción. El acero y el hierro estructu­
ra l pueden importa rse, si fuere el caso; ladri­
ll os, agregados y madera pueden producirse 
en abundancia y co n su fici ente celeridad en 
el pals; la capac idad de la industria de porce­
lana san itaria parece adecuada. 

Por lo demás, debe tenerse en cuenta que la 
discusión, aprobación y ejecución de un pro­
grama tan ambicioso como la reforma urba­
na torna ti empo, el cual bien pu ede aprove­
charse en el estimulo, prospectac ión y desa­
rroll o del aum ento necesar io en la pro­
ducción de articulas par,a la construcc ión. 

F. -- Orientación general de las soluciones: 

Teniendo por sen tado que existe un problema ur­
bano y que éste requiere soluciones, surgen crite- . 
rios diversos sobre la forma que estas deban reves­
tir. 

1. - Planeación del desarrollo urbano. Media 
acuerdo en el punto de partida sobre la ne­
cesi dad de programas cuidadosamente el de­
sa rrol lo de las ciudades. Hay, de otra parte, 
diferencia en cuanto al grado de intervención 
del gob ierno cen tral en este proceso. El pro­
yecto del H. Senador Ospina Hernández re­
caba la necesidad de descentrali za r el proce-

73 

so de planeación urbana y de crear o utili zar 
mecanismos, especialmente financieros, para 
el desarrollo y fortalecimiento de las oficinas 
regionales y locales de planeación. {21) El 
proyecto sobre Reforma Urbana de la actual 
administración contempla un grado de inter­
vención del gobierno central, principalmente 
a través del Consejo Nacional de la Reforma 
Urbana y del Instituto Nacional de Desarro­
llo Urbano y Vivienda, que prácticamente 
desplaza a estos organismos la actividad de 
las oficinas regionales {22). El proyecto sobre 
Vivienda y Desarrollo Urbano del anterior 
gobierno preveía ciertos beneficios financie­
ros, corno el acceso al Fondo Financiero Ur­
bano, para lograr que las Oficinas municipa­
les de planeación cumplieran requisitos mí­
nimos de organización administrativa. {23) 
En fin, el ponente del proyecto sobre Refor­
ma Urbana propone también fortalecer las 
oficinas regionales de planeación, pero otor­
ga a los organismos centrales una función 
supletiva, que deberá ejercerse en caso de 
inacciór. de tales oficinas. {24) 

Una sana lógica en la organización adminis· 
t rativa sugiere, desde luego, la conveniencia 
de descentralizar el proceso de planeamiento 
urbano, siempre que se asegure calidad ad· 
ministrativa y técnica y manteniendo un 
moderado nivel de fiscalización. De allí que 
no resulte muy atractivo en este aspecto el 
proyecto de ley sobre Reforma Urbana, el 
cual establece un excesivo grado de centrali­
zación de funciones en los organismos na­
cionales. De otra parte, la ausencia casi total 
de facultades de inspección y vigilancia y de 
actividad supletoria del gobierno nacional 
que se parecía en el proyecto del Senador 
Ospina Hernández, causa preocupación, da­
das las deficiencias de muchas de las organi­
zaciones municipales del país. Un punto in­
termedio, que busca armonizar el imperati· 
vo de descentralización con las necesidades 
de vigilancia y de acción supletiva, se en­
cuentra en los incentivos del proyecto sobre 
Vivienda y Desarrollo Urbano y en las dispo­
siciones contenidas en el pi iego de modifica­
ciones del ponente del proyecto de ley de la 
actual administración. 

(21) Arts. 4o. y ss. 

(22) Arts. 3o. y lo. 

(23) Art. 21. 

(24) Especialmente Art. lo. del pliego de modificacio-

nes. 



2.- Estado y particulares. -- Supuesto un grado 
mlnimo de planeación del desarrollo de las 
ciudades, surge la pregunta de cómo ejecutar 
el plan y en qué forma lograr su realización . 
Estos interrogantes se relacionan, en forma 
directa, con el papel del Estado y de los par­
ticulares en el proceso de desarrol lo. 

En paises soc ialistas, el sector público asume 
responsab ilidad total por la ejecución de los 
planes de vivienda, servicios públicos muni­
cipales y dotación comunitaria, lo cual im­
plica el traslado de la propiedad urbana de los 
particulares al Estado; algunas veces, previa 
una etapa transitoria en la cual puede el 
arrendatario adquirir titulo sobre la vivien­
da o habitación que ocupa, a través de pro­
cesos de expropiación con tra los dueños. 
(25) 

En naciones como Colombia, donde el pro­
ceso de desarrollo se adelanta conjuntamen­
te po r la iniciativa privada y por el Estado, 
no encajan por definición, sistemas co mo los 
descritos. Si deseamos mantener nuestra tra­
dición, es menester buscar soluciones que 
permitan y fomente11 la participación de la 
iniciativa privada, aliado de la acción estata l. 

Dentro de tal orientación, juegan papel muy 
importante los est imulas y facilidades que el 
Estado pueda dar a los particulares para la 
construcción, venta y adquisición de vivien­
das. 

3. - Incentivos a la oferta de viviendas. La oferta 
de habitaciones podrla fortalecerse a través 
de incentivos que movilicen recursos de di s­
tinta lndole hacia tal objetivo. Este era el as­
pecto fundamental y la orientación básica 
del proyec to de ley sobre Vivienda y Desarro­
llo Urbano y de algunas normas que lo prece­
dieron, como el decreto 687 de 1967, org~­
nico de los bonos de valor constante para se­
guridad social. En las normas citadas se daba 
prelación a las operaciones financieras del 
Insti tuto de Fomento Industrial en favor de 
industrias de articulas para la construcción; 
se prevela finan ciació n interina de urbaniza­
ciones y viviendas, con redescuento en el 
Banco de la Repúbiica . 

Se estimulaba la financiación a largo plazo, 
fortaleciendo los sistemas existentes de eré-

(25) Cuba, L ev constitucional de 14 de octubre de 

1.960, Art. 1o. 
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dito y creando nuevos canales. Los mecanis­
mos actua les se fortaleclan, encauzando más 
recursos financieros hacia el Instituto de Cré­
dito Territorial y permitiendo, a través de 
una revis ión de las inversiones forzosas de 
secciones y cajas de ahorro, compañías de 
seguros, sociedades de capitalización y fon­
dos de inversión, una mayor disponibilidad 
de recursos de ahorro para la adquisición o 
construcción de viviendas. 
Entre los nuevos instrumentos se contaba la 
transformación, progresiva pero parcial, del 
Banco Central Hipotecario en verdadero ban­
co central de vivienda y ahorro, con opera­
ciones de redescuento, a las cuales tuvieran 
acceso otras instituciones financieras, espe­
cia lmente corporaciones y bancos. (26) Da­
do el ca rácter de banco central de ahorro y 
viv ienda, y ten iendo en cuenta la importan­
cia fundamental de su papel, se preveía la 
naciona lización del Central. (27) 

Como puede apreciarse, los estl'mulos finan­
cieros cubr ían la totalidad del proceso de 
construcción de las viviendas y los diferentes 
facfores que en ella participan . Según se ve­
rá más adelante, estos estimulas no son muy 
claros en los dos proyectos posteriores, el 
gobierno y el del Congreso. 

Tambi én los estimulas tr ibu tarios juegan pa­
pel muy importante para incrementar la 
oferta de vivienda. El proyecto sobre Vivien­
da y Desarrollo Urbano proponla crear un 
certificado de fomento a la vivienda popular, 
similar al certificado de abono tributar io Que. 
rige para las exportaciones, a fin de estimular 
la construcción de viviendas populares. (28) 

4. - Subsidios para adquirir vivieuda. Los subsi­
dios para adquisición de viviendas resu ltan 
más debatib les que los estl'mulos encamina­
dos il aumentar la oferta. T rad ic ionalmente 
se han otorgado en el pals para viviendil popu­
lar. a través del Instituto de Crédito Ter rito­
rial, (29) y aún en ocasiones, a través del 

(26) En materia de imtrumentos financieros del pro· 

vecto d e ley sobre Vivienda v Desarrollo Urbano. 

ver especialmente Arts. 20 ss. 

(27) Proyecto de ley sobre Vivienda v Desarrollo Urba­

no. Art. 3o. 

(28) Arts. 38 V SS. 

(29) Ver Plan de Desarrollo Eco nómico V Social 1970-

1973, ed. cit. T. 1, pp. VIl. 82 V 84. 



Banco Central Hipotecario, para viviendas 
lujosas. Normalmente tales subsidios han re­
vesti do el carácter de ta sas de interés muy 
bajas, algunas veces negativas, en el sentido 
de ser inferiores al porcen taje de deprecia­
ción monetaria. 

Es elemental que deban revisarse y eli minarse 
subsidios para la adquisición o co nstrucción 
de viviendas suntuarias. En genera l, debe des­
cartarse toda clase de subsidios que no esté 
impuesta por la imposibilidad de adquirir vi­
vienda mlnima, dado el nivel de ingreso de 
los presuntos adquirientes. Estudios del De­
partamento Nacional de Planeación muestran 
que unidades fam iliares con ingresos infer io­
res a $700.oo no pueden adquirir vivienda 
y que aquellos cuyos ingresos flu ctúan entre 
$700.oo y $850.oo no podrían comprar la sin 
una subvención de en t re 36o/o y 0.36o/o del 
precio de venta. (30) 

Aún en tales casos ex tremas, se discute la 
conveniencia del subsidio. El asunto es deba­
tible, desde el punto de vista económico y 
aún social. Es posi ble que la medida más 
aconsejable para zonas de tugurios no sea la 
construcción y subs idio de viviendas, sino la 
extensión y mejoramiento de redes de servi­
cios públicos. Por razones de solidaridad so­
cia l debe darse a ta les programas máxima 
prelac ión, como se hizo en los últimos años, 
a través de aportes del presupu esto nacio nal 
para el Fondo de Redes del 1 nstituto de 
Crédito Territorial. 

Los subsidios para la adquisición de viviendas 
por moradores de tugurios, cuyos ingresos fa­
miliares no lleguen a $700.oo impondrlan 
una carga demasiado pesada para el Estado, 
con benef icio de un nümero reducido de fa­
mi l ias, cuya situación cultura l requeriría ma­
yor ava nce, a fin de que obtenga plenos be­
neficios con la adquisición de vivienda. 

Más claro es el caso de las unidades famili a­
res que requerir lan ayuda parcia 1 y modera­
da del Estado: la carga fiscal sería menor por 
solución y la si tuación cultural del adjudica­
tario le permit iría benefic iarse más de la vi­
vienda. Pod rla pensarse en programas de vi­
vienda subsidiados, a través del Instituto 
de Crédito Territo ri al. Las pérdidas en que 

(30) El Sector Vivienda - Descrip ción - Desarrollo y Ba­

ses de Pol ítica, D.N.P.-28 1- UDRU, 1969, Cuadro 

No. 15. 
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éste incurra por diferencia entre la tasa de in­
terés de subsid io y el costo que representa 
obtener los correspondientes recursos se cu­
brirla a través de apropiaciones del presu­
puesto nacional, y cor¡ utilidades del Inst itu­
to resultantes de la urbanización de terre­
nos (especialmente de los que el proyecto 
sobre Reforma Urbana denomina de reserva) 
o proveni entes de tasas de interés superiores 
cobradas a gentes de medianos recursos. 

Lo último tiene el peligro de que el Inst ituto 
se desvle de su órbita normal de funciones, 
cual es proveer vivienda para gentes de esca­
sos recursos. 

Muchas veces los subsidios del Instituto y de 
ot ras entidades, para la construcción o ad­
quisición de vivienda, han resultado excesi­
vos, como consecuencia de una elevada tasa 
de inflac ión, que en ocasiones· supera el in­
terés de los préstamos respectivo s. Pa ra so­
lucionar esta situación incoveniente hay dos 
caminos.: Tasas de interés adecuadas y su­
periores a los porcentajes previsibles de deva­
luación, o cláusulas que incrementen los pa­
gos en favor de las entidades financieras, en 
proporción a la depreciación monetaria y al 
porcentaje de inflación. En el caso de Co­
lombia, donde las tasas de inflación han sido 
tradicionalmente de 13o/o y han disminu¡'­
do en los ültimos años al 7 u So/o, parece 
mejor la primera alternativa, o sea la de tasas 
de interés suf icientemente elevadas para 
co mpensar la devaluación, lo cual no es po­
sible en pal9es con ritmo .de inflación muy 
acelerado. Esta so lución es más aconse jable 
que las cláusulas móviles, pu es estas generan 
inflación y pueden dar lugar a pres ion es polí­
ticas para detener su aplicación, cuando el 
proceso inflacionario reviste mayor intensi­
dad. 

5. - Desa rrollo urbano. Naturalmente un proceso 
de reforma urbana no debe limitarse a pro­
gramas de vivienda. Ha de procurar también 
un desarrollo más ordenado de las ciudades. 
Ya se .hi zo referencia a la necesidad de es­
tructurar planes que regulen el crecimiento 
de las ci!Jdades, previos los estudios técn i­
cos y con las diferencias necesarias que im­
pongan las características propias de cada 
ciudad. 

6. - Densificación. Destacados estudiosos del pro ­
blema urbano temen la extensión de las ciu-



dades y abogan por una mayor densifica­
ción , con argumentos dentro de los cuales se 
destaca el menor costo que ellos imputan a 
los servicios públicos, espec ialmente vías, 
transportes, acueducto y alcantaríllado ; la 
necesidad de evitar decadencia de las zonas 
céntricas y la invasi ón de reg iones aprovecha­
bles eficientemente para la agricultura o co­
mo eventual reserva de recursos naturales. 
(31) 

El objetivo de densificación y la co nvenien­
cia de evitar operaciones especulativas, ha­
cen aconsejable, aparte de la planificación de 
las ciudades, y para que ésta sea eficaz, gra­
var con suficiente intensidad los so lares ocio­
sos de las ciudades y establecer zonas de re­
serva o cinturones verdes en torno de ellas. 

De otra parte, el bienestar de los habitantes 
pugna -con la vida de grandes centros, alta­
mente densificados; de allí que el proceso de 
densificac ión tenga límites. 

7.- Ciudades nuevas, intermedias y satélites. Si 
se considera indeseable el crecimiento exce­
sivo de las ciudadc3, surgen como alternativas 
el fomento de ciudades satélites o la concen­
tración de recursos en ciudades intermedias, 
o en fin, la fundación de nuevos centros ur­
banos, como Brasilia. 

No es seguro que el sistema de ciudades sa­
télites solucione los defectos anotados res­
pecto al aumento en extensión de las grandes 
ciudades. A pesar de cinturones que en tor­
no a estas puedan señalarse, se irán creando 
áreas metropolitanas, en ·las cuales los servi­
cios públicos pueden dificultarse o encare­
cerse. 

La localización y costo de proyectos como 
el de Brasilia los hacen poco viables y polí­
ticamente controvertibles. 

Queda la alternativa de fortalecer las ciuda­
des intermedias, a pesar de que éstas crecen 
ya en forma muy apreciable, con tasas del 6 
al lOo/o. Esta política se ajusta ala meta de 
.desarrollo regional balanceado que contiene 
el plan de desarrollo económico y social, y 
coincide con una tradicional aspiración na­
cional, que por vaga e imprecisa que sea, no 
deja de tener permanente vigencia: La des­
centralización y el avance equilibrado del 
país. 

(31) Ver nota 16. 
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En todo caso, la polémica acerca de si de­
ben fo rta lecerse ciu dades intermedias, sa­
télites o nuevas metrópolis pierde parte de su 
importancia teniendo en cuen ta que ya exis­
ten en nu estras grandes ciudades graves pro­
blemas de viv ienda y desarrollo urbano, exi ­
gen solucio nes inmediatas. 

8.- Servicios públicos y dotación comunal. Al la­
do de la vivienda y de la programación del 
crec imiento de las ciudades, la poi ítica urba­
na debe comprender la planeación, amplia­
ción y mayor ef iciencia de los serv icios públi ­
cos y de la dotación comunal. 

El tema de los servicios esca pa a la ex tensión 
limitada de este ensayo y constituye, de por 
s(. tema especial. Se observa, solamente, que 
para vías y parques y para obras recuperabl es 
por va lori zac ión o por otros medios, puede 
prestar con tribución muy importante el Fon­
do Financiero de Desarrollo Urbano, modifi ­
ca do y am pl iado , en la forma qu e más ade­
lante se describe. (32) 

En lo relativo a dotación comuna l, muchas 
de estas obras, como los terminales de trans­
porte, son rentables y para ellas pu ede lo­
grarse cierto interés del secto r pr ivado, con 
adecuados estímulos. 

9. - La i11iciativa privada y el bien común. Los 
programas de vivienda y desa rrollo urbano, 
según se anotó, deben ser labor compart ida 
del Estado y de los particulares. Este debe 
fom entar la iniciativa privada a través de me­
didas crediticias, tr ibutarias y de otra índ ole, 
a las cua les ya se hizo referencia; debe, igual­
mente, supli r las deficiencias del sector pri­
vado, particularmente mediante la provisión 
de servicios públicos municipales y de dota­
ción comunitaria, labor que por su misma nn­
turaleza está fuera del alcance de los recursos 
privados o que no es atractiva para los par­
ticulares. Fi ~almente , compete al Estado sub­
sidiar a las clases de menores recursos, a tra­
vés del Fondo de Redes y de subvenci ones 
para la adquisición de vivienda, dentro de los 
límites expuestos, en su oportunidad, en este 
ensayo. 

Corresponde así mismo al Estado ve lar por­
que la actividad de los particu lares se enea-

. mine al bien común y establecer los deses­
tímulos y las med idas correctivas necesarias 

(32) Arts. 20 V 22. 



para tal fin. Esta consi deración general tiene 
importantes apl icacio nes en el campo de la 
poi íti ca urbana; muy especialmente, en lo 
tocan te al ejerc icio del derecho de propied ad 
sobre inmuebles urba nos. 

Se requiere, en primer térm in o, procurar una 
oferta normal de terrenos urbanos y evitar 
enriquecimientos sin causa que pueden deri­
va rse de la valori zación de solares, por el 
simple crecim iento de las ciudades. Probab le­
mente este último objetivo es el más impor­
tante de los dos, ya que el precio de los te­
rrenos no representa parte apreciable del va­
lor tota l de los inmuebles urbanos, y por lo 
tanto el incremen to de la oferta de tierras no 
va riaría sustancia lmente el costo de los pro­
gramas de vivienda. 

Al lado de la regulación de la oferta y de la 
elim inac ión de ganancias injustificadas se de­
be procurar también que el uso y destinación 
de los terrenos urbanos corresponda a las ne­
cesi dades y conveniencias del desarrollo de 
cada ciudad , expresadas en los respectivos 
planes de desarrollo urbano. 

De lo dicho en los párrafos anteriores surge la 
conveniencia de med idas que desestimulen la 
tenencia de lotes ociosos, tales co mo el im­
puesto de acción urbana propuesto en el pro­
yec to de ley so bre Vivienda y Desarrollo Ur­
bano y mantenido en el nuevo proyecto so­
bre Reforma Urbana, bajo el nombre de im­
puesto de desarrollo urbano. Este impuesto 
incrementará la oferta de terrenos o su utili­
zación por los propietar ios, y ev itará ganan­
cias injust ificadas. 

Simi lares resultados pueden lograrse med ian­
te el señalamiento y congelac ión de zonas 
de reserva para atender el creci mien to de las 
ciudades; de ellas se tratará más adelante, al 
analiza r el proyecto sobre Reforma Urbana. 

Es frecuente la necesidad que tiene el Esta­
do de propiedades para planes de vivienda o 
pa ra obras de avance urbano. Se requieren 
proced imientos ági les que permitan la ráp ida 
adquisic ión de los terrenos respectivos y de 
no rmas que garanti cen un prec io equi ta tivo 
para el Estado y para los particulares. De allí 
que los di st intos proyectos de re forma orba­
na se refieran a la expropiación: motivos de 
utilidad púb lica e interés socia l para decre­
tar la, procedim ien to judic ial , monto y pago 
de la indemnización. 
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Con el uso ad ecuado de ·la propiedad urba na 
se relac io nan tamb ién los problemas de titu­
lación de terrenos invadidos e indemnización 
a los prop ie tarios; régimen de inquilinatos y 
conveniencia o inconven iencia del control de 
arrendamientos. 

Los proyec tos gubernamenta les de las dos 
últimas administ racio nes contemplan estos 
aspectos. Hay en ellos normas encaminadas a 
regula rizar la situación jurídica de asenta­
mientos urbanos no legalizados; facultades 
para que el gobierno dicte providencias so­
bre inquili natos, disposiciones sobre régimen 
de arrendamientos. Difieren, sin embargo, 
los mencionados proyectos en cuan to el más 
reciente contiene provi dencias menos amplias 
para la indemni zación a propietarios de te­
rrenos invadi dos. Igualmente varía la orienta­
ción de los dos en cuanto el anterior proyec­
to parecla inclinarse hacia la eliminación gra­
dual de la congelación de arrendamientos y a 
la sust itución de éste por un sistema de con­
trol limi ta do, que se ejercería en base al ava­
lúo catastral de los inmuebles. Auncuan do la 
orientación del proyecto de la actual admi­
nist rac ión no es claro en materia de arrenda­
mientos, parece que se encamina hacia un 
severo si~tema de co ntrol. 

10.- Capacitación y acción comunal. Dentro de 
los pl anes de vivienda y desarrollo urbano, 
el Estado debe procura r el fomento de la 
acción comunal y coo perativa y la capacita­
ción de los habitantes de barrios de menores 
ingresos para el trabajo y la vida en sociedad. 
Aparte del sentido de perfeccionamien to hu­
mano que ta l or ientación tiene, promueve el 
aumento de los ingresos fami liares y habi lita 
a las gentes de menores ingresos para mejorar 
sus con diciones de vida y adquirir vivienda 
adecuada. Una labor de esta naturaleza supo­
ne participación coordinada de muchos or­
ganismos estatales; entre ellos, Acc ión Com u­
na l, Desa rroll o de la Comunidad, Artesanías 
de Co lombia, Serv icio Nacional de Aprendi­
za je SENA, Instituto de Crédito Territorial y, 
en ciertos casos, el Fondo de Promoción y 
Exportaciones. Asl se program ó 'el mejo ra­
miento y desarro ll o de los ba rri os del Río 
O tún en Perei ra y así se sugieré como po i í­
tica general en el estud io del Departamento 
Nac ional de Planeación sobre el sector vivien­
da, bajo el nombre de Acción Coo perativa 



Integral. (33) Se observa, finalmente, que es­
te plan de acción cooperativa integral está 
previsto expresamente en la exposición de 
motivos al proyecto de ley sobre Vivienda y 
Desarrollo Urbano y en el articu lado del 
Proyecto de Reforma Urbana . (34) 

11.- Reforma Urba na Integral.- El proyecto del 
H. Senador Osp ina Hernández se deno mina 
de Reforma Urbana Integral. Posib lemente 
porque aspira a solucionar no solamente 
problemas de viv ienda y de ordenamiento 
de las ciudades sino otros que afectan el 
progreso de sus habitantes, en los distintos 
órdenes. Sin embargo, no se desarro ll an en el 
proyecto estos objetivos, ni se seña lan me­
dios y estrategias para lograrlos. Esto no de­
be sorprender, si se tiene en cuen ta que para 
lograr el bienestar y avance del hombre y de 
las comunidades se requiere la concur rencia 
de numerosas pollticas : Educativa, de sa lud, 
etc. , cada una de las cuales tiene caracterís· 
t icas y órbitas especiales que hacen poco 
menos que imposib le tratarlas, conven iente­
mente, en un sólo proyecto de ley. 

Natura lmente los pr ogramas de vivienda y de· 
sar rol lo urbano no son fines en si mismos, si­
no medios para el progreso y bienestar de sus 
habitantes. De all l la importancia de fo rtale­
cer la educac ión, la salud y otras po llticas 
socia les y cu ltura les, para lelamente con las 
que se denom ina más estrictamente urba­
nas. Y la necesidad de ade lantar planes que 
protejan el ambiente natural, sico lóg ico y 
mo ral de las ciu dades. Es conocida la impor­
tancia de la eco log la y la necesidad de no 
incurrir en errores similares a los que tra jo 
la ex pansión ace lerada y caótica de los 
centros urbanos en muchos pa ises desarro­
llados. Pero los temas de educación, sa lud y 
eco logla son, por su natu raleza, más amplios 
que el urbano; no se confu nden co n éste, 
aunque algunos de ell os tengan en las ciuda­
des especia l intensidad. De all l que nos limi­
temos a menc iona rl os. 

G.- Comparación General de Proyectos 

En las secc iones an ter iores se ha hecho referencia 
a distin tos aspectos de los proyectos gubernamenta­
les y de los de ori gen par lamenta ri o. Conviene, sin 

(33) D epar tamen to Nacional de Planeación, El Sec to r 

Viv ienda, ed. c i t, p p. 8 0 y ss. 

(34) A rt. 1 O o. 
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embargo, mostr;:¡r esos y otros aspecto en forma 
compa rat iva. 

Los dos proyectos gubernamenta les y el presenta· 
do po r el H. Senador Mariano Ospina Hernández 
ti enen én común concebi r la so lución del problema 
de vivienda y desarrol lo urbano como fruto de una 
labor con junta del Estado y de los part iculares, sin 
exc luir a estos últ imos, ni infring ir sus derechos. 
Buscan todos robustecer el proceso de planeación 
urbana, aunque es ev idente que el del H. Senador 
Osp ina hace mayor énfasis en este punto y propo· 
ne sistemas más com pletos. (35) 

Para la adecuada y opo rtuna ejecución de los pla­
nes, los tres proyectos contienen normas sobre ex · 
propiación, tendientes a aclarar y acelera r los si s­
temas vigentes. Al co ntrario de lo que ocurre con 
las normas sobre planeación, las re lat ivas a expro­
piación son más claras y afirmativas en los proyec­
tos gubernamentales que en el presentado por el 
Dr. Ospina Hernández. (36) 

En cuanto a movili zación de recursos financ ieros 
hac ia la vivienda y el desarrollo urbano, es marcado 
el énfasis del primer proyecto gubernamental; (37) 
en el nuevo se prescinde de la nacionalización del 
Banco Central Hipotecario y no se consagran dis­
posiciones que faculten a ciertos organismos guber­
namenta les para señalar y variar periód icamente el 
monto y la composición de las inversiones forzosas 
de Cajas de Ahorro, sociedades de capitalización, 
fondos de inversión y compañlas de seguros 

El nuevo proyecto, en cambio, insiste aprec iable­
mente erl los impuestos: Autoriza gravar los lotes 
ociosos con ta rifas que pueden ser superiores al 
So/o , tasa seña lada en el anter ior proyecto ; prevé 
gravámenes pa ra las residencias suntuarias, no con­
temp lados en el proyecto de la administración Lle­
ras. El nuevo proyecto elimina el incentivo tribu ­
tario consistente en un certificado de fomento a la 
vivienda, simila r al certificado de abono tributar io, 
propuesto en el anterior . (38) Bien es cierto, sinem-

(35) Esp ec ialmente Arts. 4 a 11 . 

(36) Pro yecto del Dr. Ospina H ernández, Arts. 37 ss. -

Proyect o sobre Vivienda y Desarro l lo Urbano, 

Arts. 6 4 SS. 

(37) Proyecto de L ey sobre Viv ienda y D esarrollo Ur­

bano, Arts. 2 7 a 37. 

(38 ) Proyecto d e L ey sobre Vivienda y D esarro llo Urba­

no, A rts. 38 a 43. La cuan t i a del incentivo era del 

Bolo al 15o/o va lor de la in versión en planes de vi­

vivienda pop u lar, previamente aprobados p o r el 

Congreso Naciqnal de Po litica Económica y Social. 



bargo, que el monto de dicho incentivo y el proce­
dimiento para obtenerlo, señalados en el proyecto 
de 1.969 se consideraron insuficientes para lograr 
un real estímulo a la construcción de viviendas po­
pulares por parte de compañías urbanizadoras y 
constructoras. 

El proyecto del Senador Ospina contiene secciones 
y artículos sobre estímulos crediticios, (39) dispo­
ne la preparación de un programa de incentivos 
tributarios por el Ministerio de Hacienda (40) y se­
ñala algunos gravámenes. (41) Es dudosa, sinembar­
go, la operación práctica de dichas normas. En ma­
teria crediticia, si bien se prevé un mercado de 
hipotecas aseguradas en torno al Banco Central 
Hipotecario, (42) Iniciativa muy interesada, no se 
señalan fuentes de recursos para el Fondo H ipote­
cario de Fomento Municipal, cuya creación dispo­
ne el proyecto, (43) ni para el redescuento de cré­
ditos a corto y mediano plazo del sector privado 
en el Banco de la República. (44) 

El nivel de los gravámenes que el proyecto del O r. 
Ospina Hernández establece no parece suficiente 
para desestimular ciertas situaciones u operaciones, 
como el mantenimiento de los solares ociosos en 
las ciudades, respecto a los cuales se autoriza sola­
mente duplicar el impuesto predial. Además, este 
aumento es discrecional de las entidades municipa· 
les que administran el gravamen. (45) 

En síntesis, el proyecto del H. Senador Ospina pre­
senta una estructura completa y armónica pero las 
disposiciones en él contenidas pueden no ser efica­
ces para lograr los fines previstos, salvo en lo tocan­
te al planeamiento de la ordenación física de las 
ciudades y al mercado de hipotecas aseguradas. Por 
cuanto hace relación a los dos proyectos guberna­
mentales, su estructura es muy análoga; las dife­
rencias principales entre ellos estriban en que el de 
la pasada administración hace mayor énfasis en los 
instrumentos crediticios y en los estímulos tributa­
rios, al paso que el nuevo proyecto insiste en el as­
pecto impositivo . 

(39) Arts. 12 a 22. 

(40) Art. 25. 

(41) EspecialmPnte Art. 32. 

(42) Art. 16. 

(43) Art. 14. 

(44) Art. 15. 

(45) Art. 32. 

11 Proyecto del Gobierno 
A. - Consideraciones Generales 

Carece el proyecto de disposiciones que enuncien, 
con suficiente precisión, los objetivos de la refor ­
ma y los medios para lograrla . El artículo primero 
se limita a señalar como finalidades de la ley, el 
mejoramiento de las ciudades y la dotación de vi­
vienda y servicios complementarios a las clases po­
pulares. Todo ello mediante el cumplimiento de la 
función social que tiene el derecho de propiedad 
conforme al artículo 30 de la Constitución Nacio­
nal, y del poder de intervención que corresponde 
al Estado, según el artículo 32 de la misma Carta. 

Por lo demás, no . parece exacto afirmar que en 
materia de vivienda el proyecto se oriente exclu­
sivamente hacia las clases populares, pues es evi­
dente que puede tener también resultados positi­
vos en cuanto a familias de clase media. Tal afir­
mación debe considerarse, por lo tanto , como sim­
ple declaración política. 

Es posible que la ausencia de artículos sobre obje­
tivos generales de la reforma y medios para lograr­
la obedezca a la dificultad de incluír en un texto 
legal la definición de una política urbana la cual 
puede describirse mejor en los planes de 'desarro-
llo. Sinembargo, habrían sido posibles y deseables 
artículos iniciales del proyecto que definieran los 
contornos generales de dicha poi ítica, en la misma 
forma en que se hizo en el estatuto cambiaría 
(46) y en el proyecto sobre Vivienda y Desarrollo 
Urbano. (47) Normas de esta clase trazan rumbos 
definidos, sirven de guía a los organismos oficiales 
y a los particulares, y contribuyen ..a una recta in­
terpretación de las demás disposiciones del respec­
tivo estatuto. 

No obstante lo anterior, un análisis del articulado 
permite deducir, como probable orientación del 
proyecto, la siguiente: 

1. - Reconocimiento de que los programas de 

7n 

· desarrollo urbano y particularmente los de 
vivienda debe ser esfuerzo compartido del 
Estado y de los particulares. · A la acción del 
Estado se refieren principalmente las normas 
sobre funciones del Instituto de Desarrollo 
Urbano y Vivienda (hoy Instituto de Crédito 
Territorial) . En cuanto a la labor de los par­
ticulares y como estímulos a ella se hallan 
las normas sobre operaciones de redescuen­
to del Banco Central Hipotecario y la posi -

(46) Art. 1o. 

(47) Art. 1o. 



bi lidad de financiación interi na por pa rte de 
los bancos, corporaciones financieras y otras 
entidades de préstamo . Es de anotarse, 
sinembargo, que aparte de estos incentivos 
no hay ot ros, al menos de suficiente im por­
tancia . No se incluyeron disposic iones sobre 
estímulos t ributarios, a diferencia de proyec­
to del gobierno anterior, según ya se observó. 

2.- Enfasis en la función social de la propiedad.­
Este concepto sirve de base a las disposicio­
nes sobre expropiación e impuesto de desa­
rrol lo urbano, entre otras. 

3. - Nivel apreciable de intervención del Estado.­
Aunque se acepta que el desarro llo urbano y 
los programas de vivienda deben ser labor 
compartida del Estado y los particulares, 
se acentúa notablemente la intervención del 
primero. Esta se ejercerá en diversas formas. 
entre el las, zoni f icación, impuestos de desa­
rrol lo urbano y a viviendas de lujo, y ex­
propiaciones. 

4. -- Carácter centralista. - Las normas sobre el 
Consejo Nacional de la Reforma Urbana y el 
Instituto de Desarro llo Urbano y Vivienda 
tienen una marcada tendencia centra lista, 
que no desaparece frente al artículo 9o ., 
en el cual se autoriza al Insti tu to para ce le­
brar contratos, de delegación de funciones y 
ejecución de obras. con entidades regionales, 
toda vez que las funci ones del Inst ituto que 
podr lan de legarse, son simp lemente asesoras 
del Consejo Nac iona l de la Refo rma Urbana. 

Probablemente esta orientación centra lista 
sea consecuencia de la preca ria situación de 
la mayorla de los municipios, en materia 
técnica y administrativa, y a la experiencia 
negativa de su act ividad en la programación 
del desa rro llo urbano y en la admin ist ración 
de gravámenes. Sinembargo, conven dr ía exa­
minar disposiciones alternativas, que atenúen 
el ca rácter centra lista del proyecto, como las 
sugeridas por el ponente (48) y por la Cáma­
ra Co lombiana de la Construcción CAMA­
CO L. (49) 

5. - Relación con problemas generales de la eco­
nomía_ Aunque la relac ión entre los pro bl e-

(48) Ponencia para p rimer debat e en la H. Cámara de 

Representantes, ed_ cit. , T. 11, PP- 21 s. 

(49) CAMACOL, (Memorando y Obser vaciones d e CA­

MACOL, al Señor Min istro de Desarrollo (CA MA ­

COL, Reforma Urbana, Bogo tá, 1_970, pp. 2 s_) 
() 

mas de desarro ll o u ruano y de vivienda v ios 
más genera les de la economía no apa­
rece con suficiente claridad en el proyecto, 
ni era menester que apareciera, hay algunos 
artículos que indican que esta rela ción se tu­
vo presente al redactarlo. El artículo lOo. 
vincula el problema de la vivien da con el más 
general del emp leo y del ingreso, al dispo ner 
que el Instituto Nacional de Desar rollo Ur­
bano y Viv ienda, en ejercic io de sus activida­
des tendientes al mejoramiento y transfor­
mac ión de tugur ios, deberá procurar que sus 
habitantes obtengan capacitación laboral su­
ficiente que les permita incorporarse a fábri ­
cas o empresas y que se agrupen en coopera­
tivas de producción. Denomina el pro yecto a 
esta última actividad "acción cooperativa in­
tegral" y dispone que debe adelantarse en 
coordinación t on el Servicio Nacional de 
Aprendizaje SENA, la Corp orac ión Financie­
ra Popular, Artesanías de Colombia y la Su­
perintendencia Nacional de Cooperativas, se­
gún venía haciéndose en la práctica, al me­
nos en forma pa rc ial, en proyectos tales co­
mo los de artesanías de la ciudad de Pereira. 

6. - Acción en grandes ciudades_ - Si se ti ene en 
cuenta que el impuesto de desarrol lo urbano 
recaerá, al menos inic ialmente, en ciudades 
de más de 100 mi l habitantes, parece que el 
énfasis del proyecto se hace en la solución 
de los prob lemas de desar rol lo y de vivien da 
en grandes centros urbanos. Esta or ienta­
ción parece acertada si se tiene en cuenta 
la existencia de graves problemas en las ciu­
dades mayores. De otra parte, no excluye la 
acc ión de las ciudades de menor tamaño, 
ya que se facul ta al Consejo Nac iona l de la 
Reforma Urbana para extender los mecanis­
mos del proyecto a otras ciudades y pa ra de­
terminar zo nas que, siendo agríco las, se re­
quieran para una adecuada po lít ica urbana 
de l pa ís. 

B. -- Consejo Nacional de la Reforma Urbana (50) 

Lo que el artícu lo 2o. del proyecto denomina fun­
ciones del Conse jo, constituyen más bien una enu­
merac ión de idea les de la refo rma urbana: 

So luc ión de los prob lemas de ut ilización y tenen­
cia de la pro pi edad urbana, sum inistro de vivienda 
y se rvicios púb licos a las clases populares, desarro­
llo ord enado y arm ónico de las ciudades, fomen to 
de la industr ia de la construcc ión, estímu los a las 

(50) Arts. 2 a 4. 



organizaciones populares de usuarios arrendatarios 
y vecinos. 

Las funciones del Consejo, en sentido estricto, se 
encuentran realmente en el art(culo 3o. del proyec­
to y pueden clasificarse en la siguiente forma: 

1.- Desarrollo urbano.- Corresponde al Conse jo 
el señalamient'o de las condiciones mínimas 
a las cuales deben sujetarse los planes regula­
dores y de urbanización de los municipios y 
la determinación de zonas de urbanización 
no prioritaria, de zonas de renovación urba­
na y de zonas de reserva para el futuro desa­
rrollo de las ciudades. 

2.- Impuestos. - Se faculta al Consejo para indi­
car zonas urbanas, distintas a las contempla­
das en la ley, sobre las cuales puede recaer el 
impuesto de desarrollo urbano y para deter­
minar aquellos casos en los cuales la tasa del 
impuesto será superior al So/o anual. Tam­
bién se faculta para fijar periódicamente las 
bases sobre las cuales la vivienda se conside­
ra suntuaria. 

3. - Cánones de arrendamiento. - Se confiere al 
Consejo la facultad de regular los cánones de 
los contratos de arrendamiento de los inmue­
bles urbanos, conforme a las disposiciones 
que en ejercicio de facultades extraordinarias 
dicte el gobierno. 

4.- Coordinación.- La única función de coordi­
nación que se otorga al Consejo es la de re­
querir a los organismos comp·etentes la adop­
ción o formulación de pol(ticas de crédito, 
orientadas a fomentar la adquisición de lote 
o vivienda, o la construcción de ésta. 

5. - Función específica. - Se atribuye al Consejo 
la facultad de decidir sobre los casos concre­
tos en los cuales el 1 nstituto deba proceder a 
decretar expropiaciones. 

Una revisión de las atribuciones que se aca­
ban de sintetizar permite conclu(r que no 
constituyen funciones de formulación de po­
l(ticas sino de simple aplicación de la misma. 
En consecuencia, debe inferirse que la for­
mulación de la pol(tica de desarrollo urbano 
y vivienda continuará en manos del Consejo 
Nacional de Poi (ti ca Económica y Social y 
de la secretar(a del mismo, que es el Depar­
tamento Nacional de Planeación. Tal situa­
ción es recomendable para preservar la uni­
dad de la poi ítica económica y para mante­
ner en manos de un organismo técnico en 
materias de planificación, el estudio y las re- o, 

(51) 

(52) 

(53) 

comendaciones sobre pol(tica general de de­
sarrollo de las ciudades. (51) 

Aunque importantes y de carácter general, 
las funciones del Consejo son más de ejecu­
ción de la reforma urbana que de programa­
ción de la misma. Por ello podría preguntar­
se si es menester que el Consejo se halle in­
tegrado a tan alto nivel (ministros de desa­
rrollo económico, hacienda y obras públicas, 
jefe del Opto. Nal. de Planeación y un repre­
sentante del Presidente de la República) y 
aún si se justif ica su existencia. Posiblemente 
la integración propuesta obedece al deseo de 
garantizar ante la opinión pública absoluta 
imparcialidad, objetividad e integridad en el 
manejo de asuntos que aunque adm inistrati­
vos, sean bastante delicados. 

Algunos considerafl que las funciones del 
Consejo son demasiado amplias y discrecio­
nales. (52) Particularmente se ha objetado 
la facultad del Consejo para variar la tasa del 
impuesto de acción urbana entre el S y el 
15o/o y la potestad de señalar, entre dichos 
márgenes, tasas crecientes o decrecientes. 
Esta observación fue tenida en cuenta por el 
ponente del proyecto, quien sugiere la subs­
titución de estas facultades por una más 
concreta, de determinar los casos en los cua­
les el impuesto deba elevarse por enc ima del 
So/o, a razón de 2o/o anual sin exceder del 
16o/o. Considera el ponente que esta modi­
f icac ión elimina las cr(ticas de inconstitucio­
nalidad que se han formulado al proyecto. 
(53) 

Llama la atención el hecho de que deban so­
meterse a aprobación del Consejo Nacional 
de la Reforma Urbana las expropiaciones que 
quiera efectuar el Instituto Nacional de Desa­
rrollo Urbano y Vivienda. Esta condición 
contrasta con la facultad ilimitada que para 
decretar expropiaciones se confiere a alcal-

Ver Ponencia para primer debate en la H. Cámara , 

de Representantes, ed. cit., pp. 22 s. 

Asi p.e. el ponente del proyecto Sobre Reforma 

Urbana Integral, H. Senador Julio Riascos, propone 

un Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Vi­

vienda, y agrega: "Este o,rganisrno reemplaza alto· 

dopoderoso Consejo Nacional de la Reforma Urba­

na, sugerido en la iniciativa oficial". 

Ponencia en primer debate en la H. Cámara de Re­

presentantes, ed. cit. , p. 27. 



des y gobernadores. Por lo demás, no es muy 
aconsejable llevar a un organismo del nivel 
del Consejo, asuntos tan específicos como 
las expropiac iones que desee llevar a térmi­
no el Instituto, algunas de las cuales pueden 
recaer sobre bienes de escaso valor e impor­
tancia. 

C.- Instituto Nacional de Desarrollo Urbano y 
Vivienda (54) 

Se atribuyen al Instituto de Crédito Territorial las 
funciones de secretaría técnica y ejecutiva del Con­
sejo Nacional de la Reforma Urbana y se substitu­
ye su nombre por el de Instituto Nacional de Desa­
rrollo Urbano y Vivienda. Esta nueva denomina­
ción indica, además, que en sus estudios y obras el 
Instituto no tendrá en cuenta únicamente la solu­
lución de problemas de vivienda, sino de los pro­
blemas generales del desarrollo urbano . 

Se indica en el proyecto que corresponde al Insti­
tuto preparar estudios y formular recomendacio­
nes sobre los asuntos de competencia del Consejo 
Nacional de la Reforma Urbana. Se le atribuye, 
igualmente, la facultad de decidir sobre los progra­
mas de urbanización o construcción que presente 
los propietarios para obtener exhoneración del 
impuesto de desarrollo urbano. 

En materia de descentralización de las funciones 
del Instituto, el proyecto contiene algunas nor­
mas, cuya eficacia no parece suficiente para lograr 
el fin propuesto. Ya se observó que la potestad da­
da al Instituto de celebrar contratos con entidades 
regionales no añade mayor flexibilidad al sistema, 
desde el punto de vista descentra! ista. El fortaleci­
miento de las oficinas regionales tampoco contri­
buirá mucho en tal sentido, ya que las funciones 
confiadas a las seccionales son extraordinariamen­
te limitadas; muchas de ellas rutinarias, y otras de 
simple concepto . El ponente sugiere, para lograr 
mayor descentralización, que las oficinas secciona­
les del Instituto tengan la facultad de aprobar e 
improbar las exenciones al impuesto de desarrollo 
urbano . (55) 

D.- Recursos financieros. (56) 

Luego de ocuparse del Consejo Nacional de la Re­
forma Urbana y del 1 nstituto Nacional de Desarro­
llo Urbano y Vivienda, pasa el proyecto a tratar de 
los recursos tinancieros para el desarrollo urbano 
y la vivienda. 

(54) Arts. 5 a 12. 

(55) Pliego de modificaciones, Art. 11, ord. 1o. 

(56) Arts. 13 a 23. 

R? 

Había sido tradicional en Colombia una aguda de­
ficiencia de recursos para adquirir o construír vi­
vienda y para obras municipales. Esta situació n se 
remedió parcialmente a través de medidas adopta­
das en los últimos años, dentro de las cua les pue­
den mencionarse las siguientes: 

Incremento de las disponibilidades del Banco Cen­
tral Hipotecario, mediante elevación del rendi ­
miento nominal de las cédulas hipotecarias del 
lo/o al 9-1/2o/o (57) y disponiendo que el 50o/o 
del producto de los bonos de valor constante para 
seguridad social del Instituto Colombiano de Segu­
ros Sociales se destinaría a dicho Banco . (58) Estas 
medidas produjeron los resultados esperados, que 
se reflejan en el nivel de cédulas en ci rculación y 
en el monto de la cartera del Central. (59) 

Creación de Fondo Nacional de Ahorro, cuya pri­
mera prioridad es contribuír a la adquisición o al 
mejoramiento de vivienda de los empleados públi­
cos y trabajadores oficiales. (60) 

Organización, en el Banco de la República , del 
Fondo Financiero de Desarrollo Urbano. Este Fon­
do se nutre con recursos del Banco Central Hipo­
tecario y en él se descuentan obligaciones de los 
municipios y del Distrito Especial de Bogotá, con­
traldas ·en favor de Bancos y Corporac iones finan­
cieras para obras de desarrollo urbano, recupera­
bles por valorización. (61) 

No obstante los avances logrados a través de los sis-

(57) Junta Monetaria, Resolución 69 de 1.967 (Di­

ciembre) hizo posible la modificación. 

(58) Decreto 687 de 1.967, Art. 9o. modificado por el 

Decreto 1957 de 1.969 (noviembre) que redujo al 

Tolo la participación del Banco y elevó al99o/o la 

del Instituto de Fomento Industrial. 

(59) Entre 1.967 y 1.970 se aprecian los siguientes au­

mentos en la cartera hipotecaria y en las cédulas 

~n circulación : 

(Millones de $) 

Años 

Diciembre Cartera Cédulas 

1.967 1.578 1. 562 

1.968 2. 100 2.611 

1.969 2.973 3.999 

1.970 4.523 5.365 (nov) 

(60) Decreto Ley 3118 de 1968 (diciembre) 

(61) Junta Monetaria, Resolución 63 de 1.968 (no­

viembre). 



temas y medidas que quedan expuestos, es me­
nester incrementar aún más los recursos disponi­
bles para programas de desarrollo urbano y de vi­
vienda. Así lo exige la magnitud de la tarea re­
querida para impulsar el avance de los municipios 
y para disminuir, progresivamente, el déficit cuan­
titativo de vivienda. 

Un análisis del proyecto de Vivienda y Desarrollo 
Urbano del anterior gobierno (62) y del de Refor­
ma Urbana del actual, y de los debates que en tor­
no a ellos se han suscitado, permite precisar las si­
guientes medidas financieras para incrementar ade­
cuadamente los recursos con destino al desarrollo 
urbano y la vivienda: 

1. - Banco Central Hipotecario. Es aconsejable 
fortalecer los recursos del Central Hipoteca­
rio. Como estos se derivan de la colocación 
de cédulas, es preciso mantener un adecuado 
rendimiento de las mismas, el cual correspon­
de no sólo al interés que devengan sino a la 
exención tributaria de la cual gozan. 

(62} 

Seria prematuro, por lo tanto, un cambio 
del régimen vigente de exenciones tributa­
rias para las cédulas, pues se correría el p3-
ligro de mermar los recursos del Banco, a 
menos que se elevara sustancialmente el in­
terés de aquellas, para lo cual no se halla 
preparado el Central. 

Es verdad que la exención presenta serias di­
ficultades e inconvenientes técnicos: 1 nde­
terminación de la cuantía del subsidio y ca­
rácter regresivo del mismo, en el sentido de 
que favorece más a las personas de rentas ma­
yores. Pero frente a estos defectos está la ne­
cesidad de estructurar y consolidar un siste­
ma financiero adecuado para la vivienda y el 
desarrollo urbano. Posteriormente podría 
examinarse de nuevo el tema de las exencio­
nes tributarias de las cédulas. Ello no inclu­
ye que se adopten a corto plazo algunas me­
didas específicas para evitar evación tributa­
ria al amparo de la exención de que gozan las 
cédulas. 

Se requiere también multiplicar la acción del 
Banco. Esto puede lograrse si, al lado de sus 
operaciones de préstamo directo, la institu­
ción adelanta operaciones de redescuento . Se 
suman as(, a sus propios recursos, los de in­
termediarios que acuden al redescuento, en 
la parte que ellos aportan, es decir, en el 

Arts.2a 13y20a37. 
A1 

porcentaje no redescontable de las obl igacio­
nes (65o/o, por ejemplo). Se obtiene tam­
bién, de esta manera, descentra! ización fun­
cional y geográfica, al participar en el proce­
so numerosas instituciones bancarias, con 
amplias redes esparcidas a través del país. 

Se supone, desde luego, una adecuada estruc­
tura del sistema de redescuentos, que tenga 
en cuenta los beneficiarios, la naturaleza de 
las obligaciones redescontables y los porcen­
tajes del redescuento. 

'Dentro de las entidades con acceso al redes­
cuento se contaría el Instituto de Desarrollo 
Urbano y Vivienda (hoy Instituto de Crédi­
to Territorial). Es conocida la limitación de 
los recursos de esta institución y la necesidad 
de ampliarlos, dada su orientación hacia so­
luciones para clases de menores ingresos. 

También podrían beneficiarse del redescuen­
to las cajas y secciones de ahorro. 

Los Bancos y Corporaciones Financieras, en 
cuanto a operaciones que realicen con recur­
sos provenientes de depósitos en cuenta co­
rriente, deben tener acceso 1 imita do al redes­
cuento, para evitar presiones inflacionarias. 
Podrla pensarse en que dicho beneficio se 
otorgue solamente para financiaciones inte­
rinas. 

No parece exist ir inconveniente para que 
tengan acceso al redescuento, con el lleno de 
requisitos que aseguren seriedad, otras enti­
dades menores cuyo objeto social sea la cap­
tación de ahorro para préstamos de vivienda, 
entre ellas, algunas entidades oficiales y se­
mioficiales, como las cajas de vivienda. 

También podrían ser beneficiarios del redes­
cuento el Fondo Nacional de Ahorro y el 
Instituto Nacional de Financiamiento Coo­
perativo. 

El proyecto menciona a las entidades que 
acaban de indicarse, aunque no hace todo 
el énfasis que sería deseable en las cajas y 
secciones de ahorro. 

Enumera también el proyecto a las demás 
entidades oficiales o semioficiales. En este 
punto debe enmendarse una imprecisión, que 
se encontraba también, aunque en menor 
grado, en el proyecto de la anterior adm inis­
tración. El alcance de la disposición no debe 
ex tenderse hasta abrir los redescuentos a to­
da clase de entidades oficiales del orden na­
cional, departamental o municipal, sino so-



lamente a hacer redescontables en el Banco 
Central Hipotecario las obligaciones que al­
gunas de ellas contraigan en favor de institu-
ciones financieras, especialmente bancos y 
corporaciones, para obras de desarrollo ur­
bano. Se trata, en otras palabras, del mismo 
tipo de redescuento que hoy efectúa el Fon­
do Financiero de Desarrollo Urbano, dentro 
de una eventua l reglamentación más amp lia 
que incluya no só lo obligaciones contraídas 
para adelantar obras recuperables por valo­
rización y zonas verdes, sino para otras in­
versiones de desarrollo urbano. 

Naturalmente, dicha reglamentación no pue­
de constituír una carta blanca; debe deter­
minarse la clase de obras susceptibl es de fi­
nanc iación con redescuento. Un criterio po­
dría ser el carácter recuperable de las inver­
siones respectivas; ta l el caso de inversiones 
recuperables con tarifas costeables. En todo 
caso, habrá de garantizarse la segur idad del 
préstamo, asunto que interesa especialmen­
te al Banco intermediario y que por lo tan­
to es susceptible de control adecuado. 

Aparte de las obligaciones para desarrollo 
urbano, serían redescontables conforme a los 
criterios expuestos, podrían también red es­
contarse las cor respondientes a financiación 
interina, es decir, las que tienen por objeto 
financiar urbanizaciones desde el momento 
en que se inician, hasta cua ndo se venden los 
inmuebles, y las que procuran crédito para la 
cuota inicial o para la obra negra de vivien­
das. 

El porcentaje de redescuento debe graduarse 
en forma tal que constituya estímulo efecti­
vo, pero no inmoderado para los intermedia­
rios financieros. La ex peri encia de los fondos 
Financiero de Desar rol lo Urbano, Agrar io y 
de Desarrollo Industr ial, pueden servir de 
guía para la regulación de dichos porcenta­
jes; en los fondos financieros el porcentaje 
más frecuen te es 65o/o. 

En el proyecto de Viv ienda y Desarrollo Ur­
bano se preveía la compra por el Gobierno 
de las acciones del Banco de la República en 
el Central Hipotecario. Tal iniciativa se sus­
tentó en que los recursos del Ban co Centra l 
Hipoteca rio pueden capta rse merced a la 
existencia de una amp lia exensión tributaria, 
cuyo monto consti tuye ca rga muy apreciab le 
para el presupuesto nacional. Se adujo tam­
bi én que el Banco, a través de los redescuen-

tos, actuaría a manera de Banco Central de 
Ahorro para la Vivienda, por lo cual era me­
nester que el Estado tuviera poderes muy 
concretos y efectivos so bre la Institución. 
(63) Este resultado puede lograrse tamb ién, 
aunque en menor grado, otorgando amplias 
facultades a la Junta Monetaria para tra zar 
las poi íticas del Banco y señalar su desarro­
llo, como se propone en el proyecto de la ac­
tual administración . 

Ninguna de las dos fórmulas debe sorpren­
dernos. Aparte de las razones aducidas para 
justificarlas, media la circunstancia de que el 
Banco Central Hipotecar io pertenece en un 
80o/o al de la República y en un lOo/o a 
bancos oficiales. Po r lo demás, las medidas de 
control del Central Hipotecario tienen por 
objeto hacer factibles sistemas adecuados de 
redescuento, que permitan una más amplia 
participación de entidades financieras públi­
cas y privadas en los programas de vivienda y 
desarrollo urbano. 

2. - Instituto de Crédito Territorial. Los recursos 
del Instituto son claramente insuficientes pa­
ra adelantar debidamente las labores de desa­
rrollo urbano, erradicación o mejora de tugu­
rios, ampliación de redes, construcción de 
urbanizaciones y dotación de viviendas, en 
general. Esta situación es más preocupante 
si se tiene en cuenta que al 1 nstituto corres­
ponde actuar en favor de las clases de me­
nores ingresos. Es preciso, por lo tanto, forta­
lecer en forma suf iciente los recursos de di­
cha entidad. 

(63) 

Parte del fortalecimiento vendría de la posi­
bilidad de que el Instituto redescuente cré­
ditos en el Banco Central Hipotecario. Los 
sistemas de redescuento deben se r exped itos 
y pueden tener la forma de entrega de bonos 
representativos de cartera del 1 nstituto. Mé­
todo simi lar se ha empleado tradicionalmen­
te, con buen éxito, para los redescuentos y 
créditos de la Caja Agraria en el Banco de la 
República. En todo caso, el rendimiento de 
los documentos debe ser suficiente para que 
el Central cubra el costo del dinero y de la 
administ ración. 

También debe dotarse al 1 nstituto de recu r­
sos adecuados, a través del presupuesto na­
cional. Se sugie re, sinembargo, una política 

Memoria del Ministro de Desarrollo Económico, 

1.970. T. l . pp. 95 SS. 



distinta a la que tradicionalmente se ha desa­
rrollado . Los recursos presupuesta les no de­
ben estar destinados a dotar de recursos de 
cap ital adicional al Instituto, salvo las apro­
piaciones para el Fondo de Redes, y las des­
tinadas a obras que emprenda el instituto en 
zonas de tugurio . En los demás casos, las 
apropiaciones presupuestales para el 1 nstitu­
to deben encaminarse a compensar la dife­
rencia entre las tasas de interés de subsidio, 
que en ciertos casos cobra el 1 nstituto y 
aquellas a las cuales obtiene sus recursos. Se 
tratarla de apropiaciones presupuestales pa­
ra ecualización de intereses, por as( decirlo. 
Este mecanismo permitirla al Instituto cap­
tar abundantes recursos en el mercado de ca­
pitales mediante el pago de intereses adecua­
dos y limitarla el esfuerzo presupuesta! a 
compensar el subsidio impllcito en los bajos 
intereses que cobra el Instituto en ciertos 
casos. Esta, por lo demás, es la orientación 
de los dos proyectos gubernamentales. 

Los proyectos preveen, además, que el Insti­
tuto emita bonos de distintas caracterlsticas. 
Se modifica as( la situación actual, en que los 
bonos del Instituto tienen únicamente, So/o 
de interés anual. Igualmente se propone que 
los bonos del instituto estén exentos de toda 
clase de impuestos nacionales, departamen­
tales o municipales. El ponente sugiere que 
se elimine esta exención y propone un 
articulo en el cual expresamente se indica 
que los documentos del 1 nstituto estarán su­
jetos a toda clase de impuestos nacionales, 
departamentales y municipales. Sustenta el 
ponente esta modificación en que las exen­
ciones t ienen incovenientes técnicos, algunos 
de los cuales ya se señalaron en este escrito, 
al tratar de las cédulas hipotecarias. (64) 

Podrla argumentarse, sinembargo, que esta 
critica es aplicable también a las cédulas hi­
potecarias y que no resultarla lógico aplicar­
la con severidad al Instituto, entidad oficial 
y no a una entidad privada, como es el Ban­
co Central Hipotecario. Resulta más con­
vincente argumentar que los documentos 
del 1 nstituto que se coloquen en el mercado 
abierto de capitales podrlan tener, a cambio 
de la exención tributaria, una tasa de rendi­
miento mayor. Esta atraerla a ahorrantes cu-

ya renta liquida gravable no es elevada y 
quienes, por esta circunstancia, carecen de 
interés para invertir en cédulas del Banco 
Central Hipotecario, lográndose as( captar 

. ahorros de un grupo distinto al de inversio­
nistas en cédulas del Central Hipotecario y 
ampliándose el volumen total de ahorros des­
tinados 'al desarrollo urbano y la vivienda. 

Desde hace varios años se presentó al Con­
greso una iniciativa que permitla al Institu­
to de Crédito Territorial captar recursos de 
ahorro puro, a través de cajas de ahorros. 

Por distintas circunstancias este proyecto no 
ha tenido tramitación. Seria interesante es­
tudiar la conveniencia de revivirla, para lo 
cual seria menester moc:Jificarla, en el senti­
do de establecer un régimen uniforme para 
las Cajas y secciones de ahorro de los Ban­
cos, para la Caja Agraria y para el Instituto; 
cualquier diferencia llevarla a que el ahorro 
se concentrara indebidamente en alguna o en 
algunas de dichas entidades, en detrimento 
de las demás. ,. 

J. - Cajas y secciones de ahorro. - Las Cajas y 
secciones de ahorro ofrecen excelentes po­
sibilidades de captación de recursos para pro­
gramas de vivienda. Estos recursos serian, en 
buena parte, adicionales al ahorro actual de 
la comunidad puesto que atraerlan a capas 
sociales que en la actualidad atesoran recur­
sos o emplean la totalidad de sus ingresos en 
consumo. 

Podr(a usarse sistemas de ahorro puro, de 
ahorro contractual, y seria viable estudiar la 
creación de asociaciones de ahorro y présta­
mo para vivienda, cuyo resultado ha sido sa­
tisfactorio en algunos paises. (65) A este res­
pecto se hechan de menos en el nuevo pro­
yecto las normas del anterior . 

Pero todos estos planes requieren, como ba­
se indispensable, un rendimiento adecuado 
de los depósitos de ahorro . Actualmente sus 
intereses son muy bajos y la mejora de los 
mismos supone una revisión del Régimen de 
inversiones forzosas de las cajas y secciones 
de aho rro, ya que algunas de ellas son de muy 
baja rentabilidad. De alll que se hubiera pro­
puesto al congreso, hace dos años, facultades 
para que la Junta Monetaria revisara periódi-

(64) Ponencia para primer debate en la H. Cámara de (65) Arts. 11 a 13 del proyecto de ley Sobre Vivienda y 

Representantes, ed. cit., Art. 24 8, T. 11, p. 12. Desarrollo Urbano. 
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camen te la composición y monto de las in­
versiones forzosas de las cajas y secciones de 
ahorros de los Bancos. Esta iniciativa estaba 
contenida en el proyecto de ley sobre Vivien­
da y Desarrollo Urbano (66) y en otro pro­
yecto, originario del Ministerio de Hacienda. 
Se echa de menos la ausencia de un artículo 
similar en el nuevo proyecto de ley sobre Re­
forma Urbana. Posiblemente ello obedezca a 
que se ha decidido impulsar el proyecto ori­
ginario del Ministerio de Hacienda, al cual se 
hizo referencia. 

4.- Compañías de seguro y Fondos de inversión. 
También parecen ofrecer buenas posibilida­
des como fuente de recursos para la vivienda 
y el desarrollo urbano los fondos de inver­
sión y las compañías de seguro. De hecho, al­
gunas de estas entidades aportan ya a pro­
gramas generales o individuales de vivienda. 
Pero en este caso se requerirla tambi én una 
revisión de las inversiones a que están su jetas 
tales instituc iones, a fin de eliminar algunas 
y estimular el uso de los recursos liberados 
en vivienda. En los proyectos mencionados 
en la sección anterior, originarios del anterior 
gobierno, se prevelan también autorizacio­
nes a la Junta Monetaria o al Consejo Nacio­
nal de Política Económica y Soc ia l, según el 
caso, para revisar periódicamente la composi­
ción y el monto de las inversiones de las 
compañlas de seguro, las sociedades de capi­
tali zación y los fondos de inversión. (67) 

E. - Medidas Tributarias. 
Provee el proyecto varias medidas de carácter tri­
butario, cuyo principal objeto no es allegar recur­
sos para el fisco sino desalentar determinado tipo 
de operaciones e inversiones. Dichas medidas son 
las siguientes : 

1. - Impuesto de desarrollo urbano. - (6S) Prevee 
el proyecto de reforma urbana, al igual que el 
de Vivienda y Desarro llo Urbano, un im­
puesto anual sobre solares sin edif icar, deno­
minado impuesto de desarrollo urbano. Es­
tán sujetos también a él los predios urbanos 
cunstruídos provisionalmente, los que sean 
objeto de uso inadecuado a las necesidades 
socia les, los que se encuentren ocupados por 

(66) Art. 37. 

(67) Proyecto de ley sobre Vivienda y Desarrollo Urba­

no, Art. 37. 

(68) Arts. 24 a 39. 
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edificios que amenacen ruina y los que hu­
bieren levantado con trariando disposiciones 
municipales. El impuesto se aplica a ciuda­
descuya población sea de más de 100 mil ha­
bitantes. Prevee el proyecto, además que el 
Consejo Nacional de la Reforma Urbana pue­
de disponer que el gravamen recaiga en zo­
nas agrícolas o que se aplique a otras ciuda­
des. 

Por regla general, el monto del impuesto es 
del So/o anua l sobre el avalúo catastral del 
respectivo inmueble y debe cubrirse junto 
con el impuesto pred ial. Autoriza el proyec­
to que el Consejo establezca gravámenes su­
periores al So/o en las zonas donde tal medi­
da se justifique. Seguramente las de urbani­
zación prioritaria y aquellas en las cua les la 
valorización sea especialmente elevada y rá­
pida . Igua lmente se faculta al Consejo para 
seña lar tasas anua les crecientes o decrecien­
tes, durante un periodo de cinco año s. En 
ningún caso la incidencia del impuesto pue­
de ser super ior al 15o/o ni inferior al So/o. 
Si el impuesto es mayor al So/o, éste deberá 
reducirse anualmente, en forma tal que en 5 
años encuentre el nivel del So/o . 

Según ya se observó, las facultades del Con­
sejo para seña lar gravámenes superiores al 
So/o y para establecer tasas crecientes o de· 
crecientes ha sido materia de criticas y algu­
nos han dudado de su constitucionalidad . 
De alll que el ponente del proyecto prevea 
que la norma general del So/o solamente 
puede variarse para establecer un impuesto 
adic ional progresivo , a ra zón de 2o/o anual y 
sin exceder del 16a/o. (69) Esta modifica­
ción, desde luego, resta flexibilidad al siste­
ma pero puede justificarse para evitar pode­
res discrecionales que serlal'l objeto de críti ­
ca. 

El proyecto prevee numerosas excepciones al 
impuesto; mayores en número e importancia 
a las previstas en el proyecto de ley sobre Vi­
vienda y Desarrollo Urbano . Este últ imo con­
tenía criterios conforme a los cuales el Ej e­
cutivo establecerla excepciones a través de 
reglamentacion es general es. (70) 

(69) Ponencia para primer debate en la H . Cámara de 

Representantes, ed. cit. , p. 27 y Art. 27 modifica­

do por el Ponente (p. 13). 

(70) Art. 46. 



Las excepciones al impuesto de acción son 
tan amplias e importantes que algunos temen 
por la eficacia del gravamen. (71) Entre ellas 
se destacan: 

No están sujetos al tributo los primeros 800 
metros de terreno urbano de propiedad de 
una persona. Esta excepción estaba consagra­
da también en el anterior proyecto. 

Ciertas zonas no están sujetas tampoco al im­
puesto. En primer término, las que excep­
túe el Consejo Nacional de la Reforma Urba­
na, por ser de urbanización no prioritaria. En 
segundo lugar, las zonas llamadas de reserva. 
El precio de estas últimas se congela a partir 
de la declaratoria de reserva hecha con el fin 
de prever ensanchez de las ciudades y de evi­
tar valo ri zac iones como consecuencia de fe­
nómenos de urbanización y de obras públi­
cas, totalmente extraños a la acción del pro­
pietario. Congelado el valor del terreno, es 
lógico que sobre él no recaiga el impuesto de 
desarrollo urbano. (72) 

Un conjunto de excepciones se refiere a ca­
sos en los cuales el propietario no puede edi­
ficar por motivos ajenos a su voluntad. Den­
tro de él se encuentran los solares sin servi­
cios públicos, aquellos para los cuales no se 
concede permiso de construcción, los que 
hubieren sido invadidos y los que fueren de 
dificil enajenación o aprovechamiento. 

Otra serie d~ excepciones corresponde a in­
muebles que tienen una destinación social 
util, como complemento de habitaciones, fa­
bricas o establecimientos comerciales, para 
deportes o reserva forestal. 

La excepción quizás más importante se refie­
re a la oportunidad dada a los propietarios 
de terrenos y solares sin edificar para que, 
dentro del año siguiente a la promulgación 
de la ley, presenten a consideración del Insti­
tuto Nacional de Desarrollo Urbano y Vi­
vienda programas para desa rrollar los terre­
nos respectivos. Las entidades gubernamen-

(71) Ponencia para primer debate en el H. Senado de la 

República del proyecto de ley no. 12 Bis de 1.970 

sobre Reforma Urbana Integral. En ella dice el H. 

Senador Julio Riascos: "Reduzco a tres las excep­

ciones sobre aplicación de este impuesto en busca 

de su efectividad, que resulta dudosa si se mantie 

nen las 14 excepciones de la iniciativa oficial". 

(72) Art. 80 

tales tienen plazo de casi un año para decidir 
sobre los proyectos en cuestión. Si la deci­
sión fuere favorable o si no hubiere decisión, 
los terrenos cobijados por el respectivo plan 
quedan exentos del impuesto. 

Se ha objetado que el impuesto de desarro­
llo urbano puede resultar en un crecimiento 
desmesurado de la oferta de solares,con efec­
tos inconvenientes, como la baja súbita en el 
valor de los inmuebles urbanos y una gran 
afluencia de gentes hacia las ciudades. Es evi­
dente que el impuesto, si es eficaz, incremen­
tará la oferta de tierras en las ciudades. (73) 
Pero este resultado no es nocivo, a menos 
que revista proporciones excesivas. Por el 
contrario, facilita y promueve las obras de 
urbani zac ión y la construcción de viviendas, 
y elimina operaciones especulativas de inver­
sión en terrenos para obtener valorización, 
sin ningún resultado positivo desde el punto 
de vista social. Las excepciones tan amplias 
que prevee el proyecto hacen esperable que 
las variaciones en la oferta no sean excesivas 
y que no produzcan, por lo tanto, los efec­
tos desfavorables de carácter económico o 
social que se han observado. 

Dada su importancia, no está por demás in­
.sistir en el objetivo principal que se persique 
con el impuesto de desarrollo urbano, men­
cionado en el párrafo anterior. Se busca de­
salentar inversiones de carácter especulativo 
en terrenos urbanos. Estas inversiones signifi­
can frecuentemente ganancias injustificadas 
para quienes las realizan y retiran del uso y 
beneficio soc ial bienes de grande importan­
cia para la comunidad. 

2. - Impuesto a las viviendas suntuarias. (74) Esta 
clase de impuesto habla sido recomendado 
por la Misión Musgrave. (75) El proyecto 
prevé dos gravámenes: 

Uno del 1 o/ o anual sobre todas las viviendas 
cuyo avalúo catastral supere $500 mil y otro 
del 5o/o anual sobre las residencias que se 
construyan con posterioridad a la vigencia de 
la ley y que tengan más de 250 mts.2. Aun­
que pueden establecerse algunas diferencias 

(73) Exposición de motivos al proyecto de ley Sobre Re­

forma Urbana, ed. cit., T. 11, p. 5. 

(74) Arts. 41 a 42. 

(75) Bases para una reforma Tributaria en Colombia, 

Bogotá (Banco Popular), 1.969, 9-24, pp. 190 ss. 



en cuanto a los objetivos de cada uno de los 
gravámenes, sus finalidades generales son las 
mismas y per.m iten tratarlos conjuntamente. 

Con estos tributos podrlan lograrse téorica­
mente, tres finalidades 

Evitar una concentración de recursos en nú­
mero limitado de viviendas; desalentar el gas­
to suntuario, y gravar más fuertemente los 
inmuebles de mayor valor, con propósitos de 
redistribució n del ingreso . (76) 

Es evidente que estos gravámenes tendrán re­
sistencia y que debilitarán la posibilidad de 
establecer otros de mayor rendimi en to . En 
presencia de esta circunstancia surgen serias 
dudas sob re la conveniencia y necesidad de 
establecerlos en la forma prevista en el pro­
yecto. 

En efecto: para prevenir la corrcentración de 
recursos en un número limitado de viviendas 
podrlan restringirse los préstamos del Banco 
Central Hipoteca rio a viviendas económicas, 
como se ha hecho en los últimos meses. El 
objetivo de desestimular gastos superf luos 
corresponde a sistemas tributarios como el 
del gasto excesivo, propuestos para otros 
paises en vlas de desarrollo. Gravar con tal 
fin la vivienda suntuaria tiene todos los de­
fectos que se han anotado a dichos sistemas 
y muy pocas de sus ventajas. Existen otras 
clases de gasto excesivo . El tributo a la vi­
vienda suntuaria puede desp laza r inversiones 
en ella a otros gastos igualmente su ntuarios y 
quizás de menor interés económico y social, 
como la adquisición de vehlculos, los viajes 
al ex terior, etc. Además, no parece imprevisi­
ble que los impuestos a las viv iendas de lujo 
promuevan cierto grado de fuga de capitales. 
En cuanto hace refe rencia al propósito de 
redistribución del ingreso, podrla obtenerse 
en forma más ef icaz y general, mediante una 
revisi ón integral de los avalúos catastra les y 
de las tarifas de los impuestos ·prediales, ele-

(76) Sobre finalidades de los gravámenes a la vivienda 

suntuaria se lee en la exposición de motivos del 

proyecto: "Con esta medida se logrará, de una par· 

te, transferir recursos hacia los sectores económi· 

cos más productivos y, por otra, impedir, al obte­

n er mayores densidades, la expansión desmesurada 

de :as ciudades y el aumento en el costo d e los ser· 

vicios públicos . ... "{ed. cit., T. 11, p. 6). 
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vándalas y haciéndolas progresivas, si fuere 
menester. (77) 

Aparte de las observaciones consignadas en el 
párrafo anterior existen otras de carácter 
técn ico. La primera es la pos ibi lidad de eva­
sión del impuesto sob re construcciones de 
más de 250 mts.2; la segunda es la ruptu ra 
que existe en la estructura de los impuestos. 
Las viviendas de valor inferior a $500 mil no 
estarlan sujetas al gravamen del lo/o, aun· 
cuando su valor sea de $499.999.99. Cosa si­
milar ocurrir la con el tributo sobre viviendas 
de más de 250mts2. Las de 249 mts.2 no 
pagarlan el gravamen del 5o/o. Estas defi­
ciencias se tratan de subsanar en el pi iego de 
modificaciones del ponente, donde se sugie­
re un impuesto progresivo a las viviendas, se­
gún su valor, que oscilar la entre 1 o/o y 3o/o; 
esta rlan exentos los primeros $300 mil. (78) 
Asimismo, se propone en dicho pliego susti­
tuir el gravamen del 5o/o por un impuesto 
que se pagarla, por una sola vez, al obtener 
el permiso de construcción, y que gravarla 
los primeros 50 mts., en exceso de los 250 
autori zados, con el 20o/o; los siguientes 50 
con el 30o/o y los restantes con el 40o/o. 
(79) Este sistema tiene la ventaja adicional 
de que es análogo al impuesto de ventas, uno 
de cuyos objetivos es gravar consumos sun­
tuarios. 

A pesar de los defectos que se anotaron a los 
tributos sobre la vivienda suntuaria, es proba­
ble que, por razones principalmente de ca­
rácter poi ltico, las iniciativas tengan viabili­
dad. Si as( ocurre, seria preferible optar por 
las sugerencias del ponente que por las nor­
mas originales del proyecto. 

(71) En el)nforme Musgrave {ed. cit., pp. 185 y ss. ). Se 

recaba la importancia de mantener actualizado el 

catastro; se recomienda revisar las exenciones pre­

dial y establecer un recargo del 6 al 12 por milpa· 

ra educación. Los reavalúos catastrales aumentarían 

en 1.971 a $132 millones el valor de la propiedad 

raíz; con la tarifa actual este valor produciría 

$479 millones de impuesto predi al; con ajustes del 

6 por mil y del 12 por mil, respectivamente, daría 

$1.043 y $1.607 millones. 

{78) Pliego de modificaciones. Art. 42. 

{79) Id., Art. 43. 



3. - Impuesto presuntivo a las viviendas dadas en 
arrendamiento. (80) La tercera y última me­
dida tributaria contenida en el proyecto, tie­
ne por ob jeto evi tar que los propietarios de 
viviendas dadas en arrendamiento exijan cá­
nones excesivamente elevados y que pref ie­
ran mantenerl as desocupadas hasta no lograr 
el arrendamiento deseado. Prevé el proyecto 
que en su declaración de renta no podrá el 
prop ietario descontar más de un mes por no 
ocupación de la vivienda dada en arrenda­
miento. (81) 

F. - Avalúos (82) 

Reglamenta el proyecto, en detal le, el ava lúo de 
inmuebles urbanos, siguien do la misma- filosofía 
y mecanismos que inspiraron el decreto 2895 de 
1.963, sobre ava lúo de predios rurales. 

Es encomiab le el interés puesto en materia de ava­
lúos puesto que estos sirven de base para liquidar 
los gravámenes sobre la propied ad y constitu yen 
límite para el prec io que puede pagar el Estado por 
un in mueble en caso de negociación directa o de 
expropiación 

Se comb ina en el proyecto el avalúo oficial con la 
esti mación privada , por el propietario, lo cual pa­
rece rea li sta, pu es si bien es cierto que se ha progre­
sado apreciab lemen te, en los últimos años, en ma­
teria de ava lúos of iciales, toaavla estos ado lecen 
de deficiencias y no siempre se practican con la 
periodicidad que fu era deseable; de otra parte, es 
previsible que, a corto plazo, el catast ro oficial se 
perfecc ione. (83) 

(80) Art. 40. 

(81) En el pliego de modificaciones d el Ponente (Art.41) 

se varía la redacción del artículo original. La modi­

ficación, empero, no es simplemente d e fo rma. A l 

decirse que los propietar ios deb erán declarar la r en­

ta de los inmuebles dados en arrendamiento multi­

p licando el canon mensual por once se les autoriza 

a deducir un mes si el inmueble estaba arrendado 

duran t e el año gravable. Sería, por lo tanto, más 

aconsejable mantener la disposición del proyecto 

original. 

(82) Arts. 44 a 54. 

(83) Sobre los defectos del sistema v sus posibilidad es 

En consonanc ia con estas ideas dispone el proyec­
to que los aval úos oficia les regirán siemp re y cuan­
do no fueren anteriores en más de dos a1'ios, y ta 
culta a los prop ietar ios; por una só la vez , y dentro 
del plazo de seis meses, para solic itar un reaj uste 
del avalúo catastral , si lo encontraren reñido con 
la rea lidad económica y comercia l. 

En materia de ava lú os vo luntari os se consagra la 
ob ligación, a cargo de los propietarios, de est im ar 
el va lor de los inmuebles cada dos años. Si no lo 
hacen, se presume de derecho que aceptan el ava­
lúo oficia l como precio límite de adq uisición del 
bien por el Estado. De otra parte, la estimación vo­
luntaria sirve de base para li quidar los impuestos 
que la graven. 

Du rante la vige ncia de l avalúo oficia l o del vo lunta­
rio, según el caso, no podrá modificarse su cuant la, 
a menos que se demuestren mejoras permanentes o 
disminuciones en el va lor del bien, ocurridas con 
posterioridad al último avalúo. 

El avalúo, según se ha dicho , constituye l imite ma­
ximo para el precio de adqu isición del bien por el 
Estado, mediante negociación directa o por expro­
piación . Empero, a este límite se agrega So/o si el 
ava lú o es anterio r en más de un año a la fecha de 
la negociación o de la expropiación. Igualmente se 
autoriza tener en cuenta los impuestos de va lori za­
ción qu e el propietario hubiere cubierto y las me­
joras de carácter permanente que haya introducido 
en el predio, para agregar unas y otras al precio del 
bien. 

de mejoramiento ac tual dice el informe Musgrave 

(ed. cit. , p . 185): 

" El impuesto predial , aunque es hoy en dfa muy 

importante, se cataloga como la parte más deficien­

t e d e la estructura tributaria colombiana. L os re­

caudos solo representan un 20o /o á m enos de lo 

que poddan ser, debido fundamentalm ente a la fal ­

ta de avalúos adicionales; v la cuantía efec tivamen­

te r ecomendada se reduce aún más en m uchas re­

giones debido a su defectuosa adm inistración ". Y 

se agrega más adelan te: " L a Comisión apoya en fá­

ticamen te el programa actual d e reavalúos catas­

trales. Se ha estimado que estos r eavalúos aumen­

tarán los va lores catastrales en un 80o/o, o más pa­

ra 1.971 .... Estos reavalúos, además d e aumentar 

el producido del predial, mejorarán la equ idad ho­

rizontal " . . 



G. - Adquisición de inmuebles por el Estado 

Uno de los mayo res obstáculos al desa rrollo urba­
no y a los programas de vivi enda es la dificultad 
que tiene el Estado para adquir ir inmuebl es urba­
nos. Las disposic iones legales sobre la materia es­
tán dispersas, son oscuras y anacrónicas; (84) en 
ellas se preveen procedi mientos engorrosos y dila­
tados. Además, su a pi icaci ón ha sido frecuente­
mente desafortunada, por errónea interpretación 
o por avalúo deficiente de los bienes. 

En las seccio nes dest inadas a adquisición directa y 
expropiación busca el proyecto modificar la si tu a­
ción que queda referida: 

1.- Negociación directa. (85) Se prevee, co n ra­
zón, que la negociación directa debe se r en 
todo caso, el primer paso que debe dar el Es­
tado para adquirir un bien; sólo si ésta fra­
casa pu ede pasa rse a la exp ropiación . Con el 
fin de ev itar que se dilate indefin idamente el 
proceso de negociación directa, se le fij a un 
plazo de 30 d las. 

Si bi en fue acertado el pr "Jyecto al estab lecer 
el proc ed imi ento de negociación directa y la 
prioridad que a éste debe darse, no parece 
afortunado en cuanto a las normas que regla­
mentan la form a de pago del precio de la ne­
gociación. En el caso de personas con patri­
mon io que no exceda de $300.00(} 1<: norma 
es clara: el Estado debe cubri r la totalidad 
del va lor efec ti vo . En cambio, cuan do el pa­
trimonio dP.I propieta rio es superior , éste re­
cib irá 35o/o en efectivo , y el resto en docu­
mentos de deuda a 1 O años y con 2o/o de 
interés an ual. No se vé razón para establecer 
interés tan bajo y distante del comercial; es 
sa bid o que este último osci la entre el14 y el 
21 o/o . Se establece asl, un detrimento al 

(84) Código de Procedimiento Civil (L ey 105 d e 1.93 1) 

Arts. 852 ss.; 

L ey 35 de 1.915, Art. 13 (vías ferreas); 

L ey 38 de 1.9 18, Art. 9o. (zonas d e carreteras),· 

L ey 19 de 1.921, A r t . 6o. (zonas de ferrocarriles); 

L ey 50 d e 1.931, Art . 6o. (obras en Bogotá); 

L ey l a. d e 1.943 (obras de ornato y emb elleci­

miento, etc.). 

En materia de procedimiento es de especial impor­

tancia la ley 83 de 1.935 (Arts. 6o. a 9o.) : Aparte 

de las disposiciones citadas hay cerca de 45 leyes 

y decretos sobre expropiación que cubren un am­

plio p eriodo de tiempo, entre 1.890 (ley 56) v la 

fecha. 

(85) Arts. 55 a 51. 

prop ietario que no obedece a causa ninguna, 
y se da un carácter unilateralmente favorable 
al Estado a una negociac ión que deberla ser 
eminentemente comercial. Si bien es verdad 
que el Estado puede carecer de recursos in­
mediatos para cubrir el va lo r total del bien 
que adquiere , y si bien es cier·.:_ que esta si­
tuación puede for zarlo a ut iliza' documentos 
de crédi to, rlo es menos cierto que el rendi­
miento de esto ~ debe ser el normal del me r­
cado. Las observaciones anteri ores se refuer­
zan comparando las disposiciones sobre for­
ma de pago en negociación directa y en caso 
de ex propiación. Si hay expropiación y el 
pa trimonio del dueño no excede de $500 
mil , el 65o/o se paga en documentos de deu­
da del 4o /o anua l. Resulta asl más benéfico 
y favorable el sistema de expropiac ió n que el 
de negoc iac ión directa. Esta circunstan cia 
desvirtúa la negociación directa, pues resulta 
más conveniente para el propietar io some­
terse a un ju icio de expropiación que entrar 
en negociación amigablemente con el Esta­
do. 

2. - Expropiación. ( 86) Existe gran controversia 
en torno a los art(cu los sob re exprop iación, 
tanto del actual proyecto como del anterior. 
Se ha dicho que las iniciativas violan el der e­
cho de propi edad e infringen las normas 
const ituciona les que lo reconocen y ampa­
ran. (87) Estas objeciones, sinembargo, pa re­
cen obedecer a una noc ión ind ividualista ele 
la propiedad privada, que la percibe como 
der echo absoluto. Un rec to concepto de l de­
recho de propiedad lo reconoce y sanciona 
como tal, pero al mismo tiempo acepta que 
tiene una función soc ial. 

El artr'culo 39 de la Constitución Nac ional 
seña la tres requisito s para la expropiación 
O.ue ésta se funde en razones de ut ilidad 
pública e in terés social, definidos por la ley; 
que haya sentencia judicial previa, y que em­
die indemnización, también previa 

Las razones de utilidad púb lica e interés so· 
cial deben estar previamente definidas por 
el legislador; pero no es menester que t::JI de­
finición sea concreta y especifica En el caso 
que nos ocupa, basta que el legislador consi-

(86) Arts. 58 a 78. 

(87) Ministro de Desarrollo Económico, M emoria T. 1, 

pp. 305 SS. 



dere de utilidad pública e interés socia l los 
programas de desar ro llo urbano y de vivien­
da. A pesar de ello, el proyecto de la anterior 
adm inistración buscó, además, precisa r la cla­
se de obras y proyectos de desarrollo urbano 
y de vivienda que podrlan fun damentar ex­
propiaciones; al efecto contenla una enume­
ración similar a la de la Ley 1 a. de 1.943, pe­
ro más limitada que ésta . (88) No alcanzan a 
entenderse, entonces, las objeciones a dicha 
iniciat iva , por excesivamente general; el la se 
limitaba a repetir, en fo rma más rest ringi ­
da , una disposición vigente en el pals duran­
te casi 30 años. 

El nu·evo proyecto es en esta materia más ra­
dical reconoce como motivos de interés 
públ ico y utilidad social no solamente los es­
tablecidos en la Ley 1 a. de í .943, sino tam­
bién ' 'los inmueb les urbanos o rurales (sic) 
que se requieran para cumplir las finalid ades 
y ob jet ivos de la presente ley" (89) Según 
ya se anotó, basta a nuestro juicio, una defi­
nición general, com o ésta. sobre los motivos 
que puedan dar lugar a ex propiación Sería 
imposible, en la práct ica , ex igir una ley pre­
via para cada proyecto especifi co de desarro­
llo urbano o de vivien da que se piensen aco­
meter. 

Exige también la Constitución Nac ional, sen­
ten cia previa para prowder a la expropia­
ción. Los pr oyectos sobre refo rma urbana 
señalan un procedim iento más claro y expe­
dito que el de la legislación vigente para los 
juicios de expropiación. Conforme a él pue­
den decretar expro piaciones la nación, los 
departamentos, los m un ici p ios y el 1 nst itu to 
Nacional de Desarrollo Urbano y Vivienda; 
es te último prev ia apro ba ción del Consejo 
Naciona l de la Reforma Urbana. La disposi­
ción quR ordena ex prop ia r no pu ede se r ob­
leto de recursos por la vla gubern ativa, pero 
si puede demandarse ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo. 

La disposición administrat iva que decreta la 
ex propiación, el ava lúo del inmueble y otros 
documen tos se acompañan a la demanda de 
ex propiación, la cua l es tá sujeta a reparto y 
el ju ez debe fa llar dentro de los 8 dlas hábi­
les sigu ien tes. 

(88) Proyecto d e ley Sobre Vivienda y D esarro llo Urba­

no, Art. 53 .. . Ley l a. de 1.943, Art. lo. 

(89) Art. 43. 
01 

El juez regu la directamente, en la sentencia, 
el valor de la indemnización por el bien ex­
prop ia do, según las normas ind icadas en la 
sección sobre ava lúos. Solamente hay lugar a 
avalúo pericial , por expertos de l Agustln Co­
dazz i designados por el juez, en caso de me­
joras permanentes que el propietario hubiera 
hecho con posterioridad al ava lú o. Como el 
juicio de exprop iación, según el proyecto, se 
tramita en (1nica instancia, no hay lugar a 
apelación en caso de discrepancia respecto al 
monto de la indemnización; pero éste puede, 
revisarse, según disposición expresa del pro­
yecto, en juicio ordinario que cualquiera de 
las partes inicie, dent ro de los 15 dlas si­
guientes. 

Cuando a juicio de la entidad demandante 
exista urgencia en la expropiación, el art ícu- . 
lo 75 del proyecto autori za un procedimien­
to especial, de mayor rapidez que el descri­
to, caracteri zado porque a la demanda debe 
acompañar la entidad de derecho público el 
monto de la indemn ización. Además, en la 
sentencia se dispone que el Estado entre in­
mediata mente en posesión del bien y se pro­
ceda a la entrega de éste dentro de los 5 dlas 
siguientes al fallo, aunque éste no se haya 
notificado. 

El articu lo 58 del proyecto reglam en ta la 
forma de pago de la indemni zación en caso 
de ex propiación: 

Prevee que éste se realizará en documentos 
el e deuda a un año, hasta cierto porcentaje, 
va riable según el pat rimonio; el resto se cu­
brirá en bonos de vivienda y ahorro, con 
vencimiento final de 10 años e interés de 
4o /o an ual .. 

Estas normas parecen bastan te rl g idas, ya 
que no autori zan el pago en efectivo de nin­
guna pa rte del valor del bien y seña lan para 
los bonos un interés del 4o/o anual, so lamen­
te. Parece aconsejable que se revi sen y se ha­
gan más equitat ivas para los prop ietarios, 
part icularmente teniendo en cuenta la seve­
ridad del proyecto en materia de negociac ión 
direc ta. 

H. - Otras disposiciones 

Los proyectos gubernamentales contienen también 
disposi ciones sobre terrenos urbanos ocupados de 
hecho; modificación del control de arrendamien­
tos, y facu ltades ex traordinarias al Presidente de la 



República para determinados fines. 

1. -- Ocupaciones de hecho. (90) En mate ri a de in­
muebles ocupados de hecho, el nuevo pro­
yecto dispone que debe procederse a la ad­
quisición de terrenos ocupados antes de oc­
tubre de 1.970. Si la ocupación tuvo lugar 
con anterioridad al 1 o. de enero de 1. 96 1, 
no habrá lugar a indemni zac ión; en caso con­
trario, ésta se cubrirá en 'bonos a 40 años y 
co n 2o/o de interés anual. La primera de es­
tas normas, es dec ir, la que elimina la in­
demnización significarla apelar al últ imo inci­
so del articu lo 30 de la Constitución, no usada 
hasta hoy y cuyas imp licaciones filosóficas y 
poi iticas pueden ser negativas. La norma 
ordena que el pago en bonos parece justa, ya 
que la invasión de terrenos es deb ida, mu­
chas veces, a abandono por parte del prop ie­
tario de terrenos mantenidos muchas veces 
con propósi tos especulat ivos. Convendria ex­
tender esta norma a los que hubi eren_s ido o­
cupados antes del lo . de enero de 1961, o 
modificar, en rela ción con ello s, las normas 
sobre ext insión del dom in io en favor del Es­
tado, figura juridica distinta de la ex pro­
piación. 

2.- Control de arrendamientos. - (91) Desd e ha­
ce tiempo, ex iste queja general por la conge­
lación de arrendamient os dispues ta en el De­
creto 1070 de 1. 965. Con ¡·azón , puesto que 
de esa fecha en adG iante, el poder adquisitivo 
de la moneda y en general la situación eco­
nómica del pais ha variado ap reciabl emente, 
al igual que en las demás na ciones en proce­
so de desarrollo. El ca mb io de cir cunstanc ias 
ha engendra do injustic ia para los propieta­
ri os, al quedar sujetos a cánones de arrenda­
miento excesivamente bajos; tal situac ión es 
más aprem iante si se tiene en cuenta que, pa­
ra muchos, los in mueb les arrendados no 
constituyen operación especulativa sino fuen­
te cas i ~nica de ingresos. Por lo demás, la con­
gelación se presta para enriquecimiento sin 
causa de arrendatari os que sub-arrienda los 
inmuebles con primas muy elevadas; en oca­
siones su per iores a los propios cánones de 
arrendam iento. En el caso de bienes destina­
dos al comercio y a otros serv icios, la situa­
ción es más aberrante, pues el cont rol no 
produce efectos favorables de carácter social. 

(90) Art. 8a a 82. 

(91) Art. 83. 
n'J 

Aparentemente, el nuevo proyecto contiene 
facu1tades extraordina rias para regular el con­
trol de arrendamientos, en el ordina l 2o. del 
articulo 84 que autoriza al Presidente para 
"expedir normas sobre contratos de ar renda­
mi ento". Dentro del marco que señale el Eje­
cutivo, corresponde al Co nsejo Nacional de 
la Refo rma Urbana "regular . ..... cuando 
fuere necesa rio, los cá nones de los contratos 
de arrendamiento de los in muebles urba­
nos". (92) 

El proyecto anterio r (93) era más expl ici to 
al derogar el decreto 1070 de 1. 956 y facul­
ta r al gobierno para que regulara, cuando 
fuere necesario , los cánones de ar rendamien­
to d.:J los inmuebles destinados a vivienda. 
No se au torizaba al Ejecutivo para estab lecer 
control es de ar rendam iento sob re bienes des­
tinados a otras act ividades, ta les como lasco­
merciales. Además, el ar tl'culo 100 del ante­
rior proyecto sugeria para el caso de que 
fuere menester establecer control de arren­
damiento para viv iendas, el gobierno podria 
señalar mecanismos que relacionaran eiiTIOn­
to de los canones resp ectiws con el ava lúo 
catastra l. 

3. -- Otras facultades. - El nuevo proyecto con­
templ a, en su art icu lo 84, varias facultades 
extraordinarias para el Pres idente de la Re­
públi ca, de conformidad ccn el articulo 76, 
ord inal 12 de la Constitución Nacional 

1 o. - Reformar las normas vigentes sobre 
régimen de propi edad horizontal y 
condominio; 

2o.- Expedir no rm as sob re contratos de 
arrendamiento y condiciones de fun­
cionamiento de las casas de inquilina­
to; 

3o.- Reglamentar el funcionamiento de las 
agenc ias dedicadas a la adm inistrac ión 
de bienes inmuebles ajenos, med iante 
com isión o cual qu ier otra forma de re· 
muneración; y 

4o.- Reglamentar el funcionamiento de los 
aparcaderos públicos de propiedad par­
ticu lar". 

Todos los temas menc ionados, especialmente 
el rela tivo a reg lamentación de las casas de in­
quilinato, parecen de la mayor importancia 
y u ti 1 idad práctica . 

(92) Art. Jo. Ord. 15o. 
(93) Arts. 99 a 101. 




